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RESUMEN EJECUTIVO  
El ejercicio del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del derecho a la 
integridad personal, constante en el numeral 3 del art. 66, de la Constitución de la 
República del Ecuador 
El estudio y análisis del ejercicio del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del derecho a la 
integridad personal, constante en el numeral 3 del Art. 66, de la Constitución de la República 
del Ecuador. Evidencia que la falta de mecanismos que viabilicen el ejercicio del pluralismo 
jurídico en el Ecuador, ha generado confusión en el sistema jurídico y en el espacio público; ya 
que la aplicación de la justicia indígena en sujeción a al respeto pleno de los derechos humanos 
representa una desnaturalización de su derecho propio; mientras que  las prácticas de sanción 
propias de la justicia indígena implican la vulneración de los Derechos Humanos. En este 
escenario de contradicción,  la investigación jurídica realizada con el uso de métodos y técnicas 
de rigurosidad científica, concluyó que  previo a delimitar aspectos de competencia, es 
indispensable cimentar la construcción del sistema pluralista jurídico; con el establecimiento de 
reglas  mínimas de respeto de los derechos a la vida, la integridad y la libertad individual de 
todos los ecuatorianos, que deben ser de cumplimiento obligatorio por todos los pueblos,  
nacionalidades o grupos que coinciden en el Estado; de allí que se plantea la propuesta jurídica 
de iniciativa de reformar la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, en el sentido de incluir una regla de limitación a la autonomía de las autoridades 
indígenas siempre que estas estén dirigidas a evitar la  consumación de actos arbitrarios que 
violenten el derecho a la vida, la integridad y la libertad humana de los miembros del pueblo 
indígena. 
Indicadores: pluralismo jurídico, justicia indígena, derechos humanos, integridad personal, 











La autodeterminación pluricultural del Estado ecuatoriano impone la  necesidad de 
ampliar los espacios de dialogo entorno al reconocimiento de la diversidad cultural existente en 
el país a través del ejercicio pleno del pluralismo jurídico. Sin embargo, tal pluralidad ha 
desencadenado diversas posiciones contradictorias y antagónicas, ya que existen enraizadas 
fuertes resistencias en cuanto a las implicaciones que este reconocimiento demanda. 
Los pueblos y comunidades indígenas han reivindicado el reconocimiento de sus  
derechos específicos de la diversidad cultural. Mientras que el Estado ecuatoriano desde el texto 
constitucional está obligado a generar condiciones reales para su desarrollo.  
La pluralidad cultural irradia en diversos aspectos, uno de ellos es el ámbito de la 
administración de justicia en el que se propulsa el ejercicio del pluralismo jurídico, a partir del 
reconocimiento legal de la jurisdicción indígena, En decir que actualmente en el país existe el 
reconocimiento de dos ordenamiento jurídicos el indígena y el ordinarios, los cuales deberían 
coexistir de forma paralela e independiente desde el ambiro de sus reglas, leyes y principios. 
 En el Ecuador, las nacionalidades y pueblos indígenas han ejercido durante mucho 
tiempo atrás sus formas propias de resolución de conflictos; siendo reconocida oficialmente por 
el Estado, desde la Constitución de 1998, como consecuencia de la lucha del movimiento 
indígena. Posteriormente la Constitución de la República, promulgada el 20 de octubre de 2008, 
ratifica el reconocimiento de las funciones jurisdiccionales a las autoridades de las 
comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas. No obstante de ello en la actualidad no 
existen leyes secundarias que viabilicen su aplicación. 
Con el pluralismo jurídico, los sectores indígenas del país propulsan que la justicia 
indígena tenga sus propias autoridades; sentencias y dictámenes, en razón a los usos y 
costumbres ancestrales que los identifican como pueblos y nacionalidades indígenas.  
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Estas prácticas ancestrales tienen significados y fines propios, de allí que en la justicia 
indígena las sanciones conllevan castigos físicos a fin de lograr la purificación y armonía de 
infractor con su medio, mientras que en la justicia ordinaria estos castigos son considerados un 
atentado a los derechos humanos de las personas y fundamentalmente a la integridad personal.   
Los derechos colectivos y los derechos individuales, están consagrados por la 
Constitución de la República y el Ecuador como Estado de derechos debe garantizar que los 
mismos tengan igual valor y cumplimiento siempre bajo el cumplimiento de los derechos 
humanos. Y es precisamente esta contradicción generada desde el texto constitucional ha 
frenado la posibilidad de que en el sistema jurídico ecuatoriano se desarrolle ampliamente el 
pluralismo jurídico.  
Sin bien es cierto el pueblo indígena ha librados una dura e histórica batalla por el 
reconocimiento de sus prerrogativas y todavía les falta mucho por lograr  en diversos aspectos 
sociales y jurídicos en materia laboral, administrativa, civil mercantil  en estas últimas 
principalmente ya que rige la supletoria de los usos y costumbres. realmente falta mucho por 
regular a fin de lograr un ejercicio pleno del Pluralismo jurídico como modelo vanguardista 
democrático se trata de un concepto amplio; que no se confina únicamente al reconocimiento de 
la justicia indígena, ya que en una sociedad pluralista pueden surgir y reconocerse cuanta 
expresión cultural haya persistido; de allí que, en el futuro el pueblo montubio o afro 
descendiente también puede plantear el reconocimiento de su ordenamiento jurídico ello no 
significa que en la sociedad pluralista no todo vale como expresa (Martínez, 2007; 8) indica 
que: 
“En una sociedad plural, (…) no todo vale, no todo es permisible, sino que es preciso 
poner límites a lo que se pueda considerar como actitudes y comportamientos 
aceptables. Hay sobre todo dos cuestiones con las que hay que tener mucho cuidado: 
que un grupo cultural pretenda eliminar o dominar a otro u otros grupos, y que 
imponga restricciones opresivas a sus propios miembros”.  
De allí que, para iniciar la construcción del sistema pluralista jurídico, delimitación de 
competencia o pretender que necesariamente el reconocidito de la autodeterminación implica a 
plena vigencia de todas la prerrogativas costumbres o principios de todos los grupos 
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persistentes; es indispensable establecer mínimos de aplicación obligatoria que deben ser 
respetados y cumplidos por todos los grupos, pueblos que coinciden en un Estado; es decir, los 
grupos y nacionales indígenas también deben ceder en sus posiciones y aceptar un mínimo de 
reglas para ceñirse a la pluralidad; de igual forma el sistema ordinario nada tiene que exigir a 
otros grupos simplemente en el ámbito de su jurisdicción y de igual forma cumplir con las 
reglas mínimas establecidas por el Estado pluricultural y a más de ello desarrollar al interior de 
su ordenamiento cumplir al máximo todos los postulados que le rigen.  
Por tanto como regla principal para la construcción del pluralismo jurídico es el respeto 
por un mínimo de aceptables, por lo que sólo pueden estar referidos a lo que verdaderamente 
resulta intolerable por atentar contra los bienes más preciados por el ser humanos como son los  
derechos fundamentales que incluyen el derecho a la vida y a la integridad personal que se 
reconocen en todos los tratados de derechos humanos, derechos que no pueden ser suspendidos 
ni siquiera ante situaciones extremas de conflictos sociales.  
Pretender que todas las normas constitucionales y legales; vigentes dentro del 
ordenamiento jurídico ordinario sean aceptados por los demás ordenamientos jurídicos incluso 
pude resultar atentatorio al reconocimiento de la diversidad cultural, y esta no dejaría de ser un 
postulado utópico, Por el contrario el mecanismo concreto que concilia  la contradicción jurídica 
originada desde el texto constitucional, consiste en la aceptación de mínimos establecidos para 
dar paso a un verdadero consenso intercultural, que viabilice el ejercicio del pluralismo jurídico 
en el Ecuador.  
El proyecto está dividido en capítulos: 
El Capítulo I denominado: El Problema, contiene: Las contextualizaciones Macro, 
Meso y Micro que hace relación al origen de la problemática, las delimitaciones, las unidades de 
observación, los objetivos: el objetivo general, y los objetivos específicos.  
El Capítulo II denominado: Marco Teórico que contiene la Fundamentación teórica, 
Antecedentes de estudio, Antecedentes investigativos, Antecedentes históricos, Fundamentación 
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legal, Definiciones de términos básicos, Conceptos, Hipótesis     Variables independientes, 
Variables dependientes.  
Capítulo III.- Metodología: contiene los Tipos de investigación, Investigación  
bibliográfica, Investigación de campo, Investigación histórica, Investigación descriptiva, 
Población o muestra, Métodos, Técnicas, Instrumentos, Recolección de la información, 
procesamiento y análisis de la información 
Capítulo IV.- Análisis e interpretación de los resultados obtenidos a través de las 
herramientas metodológicas propuestas. Y las Conclusiones y Recomendaciones. 
Capítulo VI.- Propuesta  de Ley reformatoria al art. 66, de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, en lo pertinente a establecer un mecanismo de 
limitación a la autonomía de las autoridades de las nacionalidades, pueblos y comunidades 













CAPITULO I  
EL PROBLEMA 
1. TEMA 
 El ejercicio del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del derecho a la integridad 
personal, constante en el numeral 3 del art. 66, de la Constitución de la República del Ecuador. 
1.1 Planteamiento del problema 
La Constitución Política del Ecuador del año 1998, ya esboza el tema del pluralismo 
jurídico, que es más ampliamente desarrollado por la Constitución de la República del año 
2008, en cuyo art. 171 establece:   
“Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán 
funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio, 
dentro de su ámbito territorial, con garantía de participación y decisión de las mujeres. 
Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de sus 
conflictos internos, y que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos 
humanos reconocidos en instrumentos internacionales”. 
El Estado garantizará que las decisiones de la jurisdicción indígena sean respetadas por 
las instituciones y autoridades públicas. Dichas decisiones estarán sujetas al control de 
constitucionalidad. La ley establecerá los mecanismos de coordinación y cooperación entre la 
jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria. 
De tal forma, la Constitución, por una parte, garantiza el respeto de las instituciones y 
autoridades públicas, las decisiones de la jurisdicción indígena; y por otro, dispone la sujeción 
de estas decisiones al control de constitucionalidad. Lo que supone un atentado a los elementos 
que configuran “el derecho propio”; esto es, principios, valores, normas  procedimientos y 
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sanciones que aplican las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas 
como prácticas de sanción o solución que implican castigos físicos como un medio de 
purificación según su cosmovisión; o la expulsión, entre otros; que desde la perspectiva de la 
justicia ordinaría constituyen una directa vulneración del  derecho a la integridad personal, la 
prohibición de la tortura, “la desaparición forzada”, los tratos y penas crueles que atenten 
contra los derechos humanos, y el derecho a la propiedad 
Esta ambigüedad ha generado confusión en el sistema jurídico y en el espacio público; 
ya que la aplicación de la justicia indígena en sujeción a al respeto pleno de los derechos 
humanos para el sector indígena representa una desnaturalización de su derecho propio y por 
otra parte; la aplicación integral de la justicia indígena se traduce en la violación de los derechos 
individuales principalmente el derecho a la integridad física, la libertad, la propiedad y los 
derechos de mujeres y niños establecidos en el marco jurídico nacional e internacional.  
1.1.1 Ubicación del problema en un contexto socio-cultural 
En la época contemporánea los derechos humanos, con la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos de Naciones Unidas de 1948, parte del reconocimiento de que todos los 
seres humanos son iguales ante la ley y por tanto son titulares de los derechos sin considerar su 
origen nacional, pertenencia étnica, género, cultura entre otros. En la actualidad señala (Barié, 
2003; 37) 
“Más de 300 millones de indígenas viven repartidos por todo el mundo, desde el 
Pacífico Sur, hasta el Ártico. Forman cerca de 5.000 grupos geográfica, cultural y 
lingüísticamente diferenciados que viven tal y como lo hacían sus antepasados. Según 
el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), 
éstos pueblos constituyen un testimonio vivo de la adaptabilidad humana y representan 
gran parte de la diversidad cultural de nuestro planeta”. 
A nivel mundial se está dejando de lado la idea de que el Estado, es el único que puede 
orientar las relaciones jurídicas e intervenir en los conflictos que se presentan en la sociedad. 
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Las sociedades multiculturales han asumido como tema de gran importancia la 
coexistencia de diversos órdenes jurídicos dentro del Estado al que pertenecen  y exigen 
condiciones de respeto e igualdad. De allí que estas sociedades perseveran en el planteamiento 
de crear un sistema jurídico que viabilice el reconocimiento material de la diversidad, y a través 
de estos sistemas jurídicos plurales diversificar el tratamiento jurídico de los ciudadanos según 
su procedencia indígena o tribal. 
En casi todos los países del mundo existe una tendencia hacia la implantación del 
pluralismo jurídico sin embargo según (Giordano, 2013)  
“Son los mejores ejemplos de pluralismo jurídico Indonesia, un país muy complejo que 
está desarrollando leyes en diferentes áreas. En Indonesia, conviven musulmanes y 
chinos de diferentes tradiciones, además de timorenses, cristianos, católicos, 
protestantes y poblaciones nativas que practican el culto a sus antepasados. Entonces, 
se está intentando implantar un ordenamiento jurídico que incluya las diferentes  
concepciones de propiedad de los grupos étnicos y religiosos del país. Grecia y Bosnia 
también serían ejemplos de pluralismo jurídico en Europa.” 
Sin embargo, la ampliación de este fenómeno en la esfera jurídica a nivel mundial no es 
posible desarrollar  una teoría general o un sistema jurídico de tal o cual manera que se aplique 
en todos los Estados, ya que eso lo debe implantar cada país de acuerdo con su realidad socio 
cultural, no obstante de ello, existen instrumentos internacionales como El Convenio  de la 
Organización Mundial del Trabajo No.169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales de 1989 
Indígenas y Tribales en Países Independientes, y la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los derechos de los pueblos indígenas del año 2007, que  constituyen el resultado de la lucha de 
millones de indígenas de todo el mundo para lograr reivindicaciones y cambios en la legislación 
de sus países o en otros instrumentos normativos internacionales ya que su naturaleza es 
vinculante  y lo principal insta a los Estados al respeto a las culturas, formas de vida y de 
organizaciones e instituciones tradicionales de los pueblos indígenas y tribales; así como a 
fomentar la participación efectiva de estos pueblos en las decisiones que les afectan. 
En América Latina, la aprobación de los instrumentos precitados ha permitido la 
visibilización de la práctica del derecho indígena, y a partir de la apertura de los Estados al 
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aceptar en el declive del “monopolio de la justicia”, se ha dado paso a la apertura de la 
participación comunitaria; en la generación y aplicación de su derecho propio y  son estos 
nuevos modelos de justicia que actualmente componen un amplio debate a fin de determinar su 
ámbito de jurisdicción y competencia así como el rol de los Derechos Humanos como 
parámetros categóricos de convivencia en el mundo contemporáneo. De tal forma que la 
Declaración de Naciones las Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas del 13 de 
septiembre del 2007, en su art. 7 numeral 1, establece: “Las personas indígenas tienen derecho a la 
vida, la integridad física y mental, la libertad y la seguridad de la persona”.  
En América latina, el sistema jurídico plural en algunos países está concebido como una 
forma alternativa de justicia, mientras que en otros se reconoce como una expresión de la 
función pública y su carácter de corresponsabilidad con la justicia estatal. En cuanto al 
desarrollo de mecanismos de coordinación y cooperación entre la justicia indígena y la estatal 
(Farit y otros, 2011; 18) destacan que; 
“Una  opta por el desarrollo legislativo, como la ley de deslinde que aprobó el 
Congreso de Bolivia en diciembre del 2010 y que ha generado una intensa polémica 
por la excesiva limitación a la justicia indígena, y otra por medio del resoluciones 
judiciales, como ha sido típicamente el caso colombiano. Esta experiencia ha mostrado 
las amplias posibilidades de esta vía, la justicia del caso concreto, donde las 
resoluciones y sentencias que se han producido, a menudo con el auxilio de peritajes 
culturales o antropológicos, han ido produciendo jurisprudencia y doctrina que 
constituyen un marco de coordinación, adecuado a las complejidades de la realidad. 
Colombia cuenta con una modalidad de pluralismo jurídico perfectible, pero que a la 
fecha ha posibilitado la existencia y coordinación de los diferentes sistemas de justicia, 
y que ha marcado un nuevo paradigma de pluralismo jurídico, con efectos 
trascendentales en la región.” 
Como ya se expresó en la región sur del continente americano en la actualidad existe un 
reconocimiento constitucional  de los derechos colectivos y por ende de la jurisdicción indígena 
y lo que se discute es sobre temas como la delimitación de competencia, los mecanismos de 
cooperación y coordinación con la justicia estatal, la aplicación de la penas, los derechos 
humanos como límite del derecho consuetudinario, entre otros asuntos. 
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En Ecuador, la Instauración material del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del 
derecho a la integridad personal, constante en el numeral 3 del art. 66, de la Constitución de la 
República del Ecuador, en la actualidad es un tema ampliamente tratado por los sectores 
políticos, sin que se presente planteamientos reales o medidas que viabilicen la plena vigencia 
del pluralismo jurídico.  
“El garantismo es una corriente jurídica que parte del reconocimiento de los derechos 
fundamentales de los individuos (individuales y colectivos) y de su efectiva protección y 
tutela. Desde ese punto de vista, la función y finalidad de las instituciones públicas es, 
precisamente, la de respetar y proteger de ese conjunto de prerrogativas de los 
individuos que se plasman en los derechos civiles, políticos y sociales, esencialmente” 
(Córdova, 2007). 
De tal forma, todo sistema jurídico que rija en el país sea este indígena, montubio o afro 
descendiente e incluso la justicia ordinaria, debe observar las garantías constitucionales, por 
ejemplo,  en la justicia ordinaria todas las pruebas actuadas en el proceso o fuera de él para tener 
validez en el juicio deben ser actuadas sin violación alguna de las garantías constitucionales; 
caso contrario son excluidas del proceso y no causan efecto alguno.  
En el Ecuador, las nacionalidades y pueblos indígenas han ejercido durante mucho 
tiempo atrás sus formas propias de resolución de conflictos; siendo reconocida oficialmente por 
el Estado, desde la Constitución de 1998, como consecuencia de la lucha del movimiento 
indígena. Posteriormente la Constitución de la República, promulgada el 20 de octubre de 2008, 
ratifica el reconocimiento de las funciones jurisdiccionales a las autoridades de las 
comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas. No obstante de ello en la actualidad no 
existen leyes secundarias que viabilicen su aplicación. 
Con el pluralismo jurídico, los sectores indígenas del país propulsan que la justicia 
indígena tenga sus propias autoridades; sentencias y dictámenes, en razón a los usos y 
costumbres ancestrales que los identifican como pueblos y nacionalidades indígenas.  
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Estas prácticas ancestrales tienen significados y fines propios, de allí que en la justicia 
indígena las sanciones conllevan castigos físicos a fin de lograr la purificación y armonía de 
infractor con su medio, mientras que en la justicia ordinaria estos castigos son considerados un 
atentado a los derechos humanos de las personas y fundamentalmente a la integridad personal.   
Los derechos colectivos y los derechos individuales, están consagrados por la 
Constitución de la República y el Ecuador como Estado de derechos debe garantizar que los 
mismos tengan igual valor y cumplimiento siempre bajo los parámetros del control 
constitucional. 
Es necesario, que el pluralismo jurídico como derecho colectivo, sea aplicado, 
ampliamente como un camino para resolver los conflictos internos de diversa índole que afectan 
el diario vivir y desarrollo del pueblo indígena, y no simplemente sea limitado  por la justicia 
ordinaria debido a los castigos físicos que se aplican como sanciones, puesto que la "Ley de 
Comunidades Indígenas del Ecuador" establece:  
“Los principios que están recogidos en esta Ley son: garantizar el desarrollo 
económico sustentable, con equidad, potenciando nuestras culturas comunitarias, la 
administración de justicia desde las mismas comunidades en su ámbito, la aplicación y 
pleno desarrollo de la Medicina Ancestral e indígena, todas estas posibilidades desde 
nuestras propias concepciones, autoridades y estructurales desde nuestras propias 
concepciones, autoridades y estructuras, y así mismo, mediante nuestro gobierno 
comunitario.” 
De esta forma se destaca que las nacionalidades indígenas pueden administrar la 
justicia desde las mismas comunidades, respetando siempre el poder de sus autoridades 
y la importancia de las decisiones tomadas por la Asamblea General de la comunidad. 
La Ley de Comunidades Indígenas del Ecuador, también establece: 
“1. En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los 
derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a 
los que los pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión de los 
delitos cometidos por sus miembros.  
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2. Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales 
deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia.” 
Bajo esta normativa la justicia indígena plantea su compatibilidad con el sistema 
jurídico nacional y los derechos humanos, si se observa para su competencia la  prevalencia de 
los métodos a los que recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por 
sus miembros. Y se amplía al señalar que los tribunales del sistema jurídico ordinario también 
deberán observar el derecho propio (justicia indígena) para pronunciarse en cuestiones penales, 
cuyos implicados sean miembros del sector indígena. 
1.1.2 Delimitación del problema 
Campo de estudio: 
Para la presente investigación se incursionó en el Estudio de las Ciencias Jurídicas 
 
Área de estudio: 
El presente trabajo se remitió al estudio del Derecho constitucional. 
 
Aspecto de Estudio: 
El aspecto en el que profundizó el estudio es “El pluralismo jurídico”. 
 
Tema: 
El ejercicio del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del derecho a la integridad 
personal, constante en el numeral 3 del art. 66, de la Constitución de la República del Ecuador. 
 
Problema: 
¿Cómo viabilizar el ejercicio del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del derecho 





El estudio del ejercicio del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del derecho a la integridad 
personal, constante en el numeral 3 del art. 66, de la Constitución de la República del Ecuador se realizó 
en la Unidad Judicial Tercera Especializada de la Familia Mujer Niñez y Adolescencia de Quito, El 
Consejo de la Judicatura y distintos Juzgados de la ciudad de Quito.   
 Límite Temporal:  
El estudio del ejercicio del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del derecho a la 
integridad personal, constante en el numeral 3 del art. 66, de la Constitución de la República del 
Ecuador se realizó, durante el año 2013. 
1.1.3 Formulación del Problema 
Es indispensable estudiar e identificar los mecanismos que permitan armonizar ambos 
postulados, sin afectar su naturaleza y principios, a fin de superar la idea del pluralismo jurídico 
como la subsistencia del sistema jurídico indígena subordinado a la justicia ordinaria, y 
contribuir a la construcción del pluralismo jurídico como la coexistencia de varios sistemas 
jurídicos, cada uno de ellos con sus propias instituciones, normas, principios y valores de 
carácter ancestral y consuetudinario. 
¿Cómo viabilizar el ejercicio del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del derecho a la 
integridad personal, constante en el numeral 3 del art. 66, de la Constitución de la República del 
Ecuador? 
1.2 Objetivos 
1.2.1 Objetivo general: 
Investigar el ejercicio del pluralismo jurídico en el Ecuador, frente a la prevalencia del 




1.2.2 Objetivos específicos: 
 Conocer la temática pertinente al pluralismo jurídico. 
 Analizar los conflictos y tensiones que se han originado entre el ejercicio de la 
justicia indígena y los derechos y garantías constitucionales, reconocidas a las 
personas en la Constitución de la República.  
 Identificar los mecanismos que permitan armonizar la coexistencia del sistema 
jurídico ordinario e indígena,  buscando dar solución a la contradicción jurídica 
que enfrenta el postulado constitucional. 
1.3 Justificación 
Es muy común que en los medios de comunicación del Ecuador,  se dé a conocer 
diferentes casos en los que las comunidades indígenas como sanción a uno de sus miembros por 
cometer hechos repudiados por el colectivo como robos, asesinatos, engaños o infidelidades 
propinan una serie de flagelos a los acusados, como relata en  (Justicia indígena versus 
Derechos Humanos - Ecuador - Noticias. 2009) 
“¡Quimsa, quimsa! (tres, tres) gritan en quichua más de 500 indígenas que piden tres 
latigazos para un acusado de robo. Con las manos atadas a la espalda, el cuerpo de José 
Toapanta Chicaiza, tembleque por el intenso frío, es empujado al suelo para el castigo. Tres 
indígenas, a quienes el acusado les robó ganado, descargan su ira con tres azotazos cada uno. El 
objeto de cuero al ser agitado con fuerza en el viento provoca un silbido que enardece los 
ánimos de la muchedumbre.  En medio de los golpes  él dice  que robó solo un animal y no los 
siete de los que lo acusan “Por esta vez no te matamos”, le gritan. (…) Pese a que los nueve azotes 
han marcado la espalda y piernas del hombre, al dolor físico se suma el frio intenso de la zona, lo que le 
impide moverse, por tanto es colocado de rodillas para ser golpeado con ortiga, mientras le arrojan 
agua fría”.  
Este caso ocurrido en Cochapamba, no se trata de un hecho aislado, sino de una práctica 
de sanción, propia de la justicia indígena que se replica en las diferentes comunidades indígenas 
del Ecuador. No obstante; de que en el país actualmente rige un marco jurídico garantista de los 
14 
 
derechos individuales, principalmente del derecho a la vida, la integridad física, la libertad, la 
propiedad y los derechos de mujeres y niños; y que el art, 171 de la Constitución, establece la 
aplicación de la justicia indígena en sujeción al respeto de los derechos humanos. 
Esta situación polémica, en la actualidad se traduce en inseguridad jurídica; ya que 
carece de debate técnico, interdisciplinario, participativo y académico más por el contrario se ha 
convertido en un tema político de disputa entre el gobierno y el sector indígena. Sin que se 
avizore, la instauración real del pluralismo jurídico en el país; que sin duda abarca una 
diversidad de temáticas relativas a los derechos colectivos de las comunidades, pueblos y 
nacionalidades indígenas, montubios y afro descendientes.   
15 
 
CAPITULO II  
MARCO TEORICO 
2.1 Fundamentación Teórica 
2.1.1. Antecedentes de estudio 
2.1.1.1. Definición de Pluralismo jurídico 
El concepto del pluralismo ha recorrido un trayecto histórico muy singular: ya que en el 
pasado fue denigrado y rechazado, como producto de las formas de Estado aplicados a través de 
la historia, No obstante de ello, en la actualidad tiene una connotación indiscutiblemente 
positiva; ya que es considerado incluso como un valor ético altamente apreciable en la 
sociedades contemporáneas y uno de los componentes institucionales básicos de los gobiernos 
democráticos. 
El pluralismo según el autor (Velázquez, 2008; 25) es: 
“La existencia de múltiples proyectos e ideas es la base del pluralismo que posibilita la 
libertad individual de elección. (...)  el pluralismo no es producto de las decisiones 
individuales, salvo en un sentido muy restringido, antes bien es el producto de una 
diversidad de culturas, grupos, tradiciones, partidos y movimientos, cuya permanencia 
a lo largo de varias generaciones es posible gracias a que hay hombres y mujeres que 
voluntariamente continúan la obra transferida por sus padres o predecesores.” 
En el contexto social, se presenta una diversa gama de ideas, culturas, ideologías que 
persisten en un mismo espacio y cuando estas son toleradas y respetadas se habla de una 
sociedad pluralista que a diferencia de otros modelos, el pluralismo valora positivamente la 
diversidad cultural y toma como punto la conservación, fomento y fortalecimiento de la  cultura 
o identidad propia, a fin de que las distinciones étnicas persistan a pesar de generaciones de 
contacto y sometimiento a otras culturas. Puesto que a través de la historia las sociedades han 
aplicado diferentes modelos de tratamiento de la diversidad social y cultural, como la fusión o la 
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pérdida de la cultura a diferencia de ello el modelo pluralista de sociedad plantea la persistencia 
de la diversidad existente, esta no desaparece sino que se mantiene. 
El pluralismo según los autores (Bobbio& Matteucci, 1982; 1209) ha sido definido 
como: 
“Un concepto que abarca una doble acepción Por una parte la verificación empírica de 
la existencia dentro de la sociedad de diversos intereses, organizaciones, estructuras 
sociales, valores y comportamientos que confluyen en el juego del poder político con 
distintas capacidades. Por otra parte, pluralismo recoge una visión normativa tolerante 
de esa realidad social que le otorga un carácter democrático, en la medida en que la 
vida en comunidad resulta de la confluencia regulada de diversas visiones sobre ella.” 
Los autores puntualizados, proponen  lograr la armonía intercultural, como actitud 
básica a fin de lograr apertura a las ideas de otros y la disposición a pactar, ceder o negociar. Sin 
embargo, más allá de la actitud es necesario que se otorgue validez social a todas las posiciones 
que puedan surgir en el interior de la sociedad pluralista. A fin de que cada uno de ellos plantee 
una o más propuestas para construir una sociedad más justa.  
En este tipo de sociedades los conflictos y discrepancias son superados con el dialogo 
en un marco de respeto mutuo, de libertades, de igualdad y de solidaridad para lograr concesos, 
acuerdos de inclusión, cooperación y organización entre las diferentes culturas. No obstante de 
ello pueden presentarse grupos culturales, con lo cuales es complejo llegar a acuerdos, ya que 
debido a sus costumbres y sistema de valores en su planteamiento y posición rechazan y difieren 
con los valores y principios del grupo social. En este sentido (Martínez, 2007; 8) indica que: 
“En una sociedad plural, (…) no todo vale, no todo es permisible, sino que es preciso 
poner límites a lo que se pueda considerar como actitudes y comportamientos 
aceptables. Hay sobre todo dos cuestiones con las que hay que tener mucho cuidado: 
que un grupo cultural pretenda eliminar o dominar a otro u otros grupos, y que 
imponga restricciones opresivas a sus propios miembros”.  
Martínez,  explica que en una sociedad plural para lograr la armonía se debe tomar 
medidas para prevenir ambos riesgos. 
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En cuanto a los conflictos estos deben ser resueltos a través del dialogo, las reglas del 
consenso y de las mayorías, es decir a partir de las creencias y visiones diferentes y el ejercicio 
del poder mayoritario que respeta a los derechos de las minorías. Pero para recibir el beneficio 
de ese principio, las minorías en la sociedad deben ser consideradas legítimas, es decir,  por 
medio de su reconocimiento en el ordenamiento jurídico interno. 
Así, la aplicación de modelo pluralista en las sociedades democráticas comporta la 
pluralidad en el ámbito político, social, cultural y jurídico. 
El pluralismo jurídico, para definir este fenómeno (Wolkomer, 2003; 253) cita a:  
“Boaventura de Sousa Santos, WillKymlicka, Anthony D. Smith, Julio César Trujillo, 
entre otros, cuestionan la monopolización de la producción jurídica por parte del 
Estado y creen en la existencia de una multiplicidad de prácticas de resolución de 
conflictos en un mismo espacio sociopolítico u ordenamientos legales y jurídicos 
paralelos al estatal que no derivan directamente de éste.” 
La coexistencia y complementariedad de diferentes ordenamientos jurídicos cuya 
evolución es diferente con valores culturales y religiosos diferentes implica ingentes desafíos 
para la sociedad y el Estado.  
La aplicación de ordenamientos jurídicos plurales provoca conflictos pertinentes a la 
jurisdicción de los respectivos órganos la competencia de sus autoridades, sobre la aplicación de 
derechos individuales y colectivos entre otros. 
2.1.1.1.2. Características y efectos 
Los Estados en los que ha sido reconocido el pluralismo jurídico los sistemas jurídicos 
vigentes establecen la validez espacial y personal,  de allí que las autoridades indígenas gozan 
de competencia para conocer asuntos de sus miembros, aquellos ocurridos dentro de su ámbito 
territorial y en el caso del Ecuador aquellos conflictos internos. 
También existe el reconocimiento y respeto de las autoridades de los pueblos indígenas 
tales como los tribunales interculturales en donde se intente dirimir las controversias y más allá 
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de ello se crean Órganos independientes para la administración de la justicia indígena como en 
el caso de Bolivia, cuya constitución del año 2009, incorpora al Órgano Judicial y Tribunal 
Constitucional Plurinacional, en Ecuador han sido creadas las Fiscalías para asuntos indígenas y 
en Perú, los jueces de paz de asuntos indígenas.   
La aplicación material del pluralismo genera confusiones en los operadores de justicia y 
la sociedad en general de allí que se genera la urgencia de definir las jurisdicciones indígenas 
para resolver la competencia de sus autoridades, con ese fin los Estados crean leyes o parten de 
resoluciones de las altas cortes para que vayan creando precedentes en estos temas para así 
lograr la coordinación y cooperación entre el  sistema de justicia indígena y el sistema estatal. 
2.1.1.2. Derechos Humanos 
La preocupación por los derechos de las personas surge desde el momento mismo que 
se presenta la idea de limitar al poder de los Estados absolutistas como lo expresa (Díez-Picazo, 
2005; 31)  “fue producto de las grandes revoluciones liberales que hicieron frente al absolutismo, que 
van desde Inglaterra en siglo XVII, en Norteamérica y Francia a los Finales del siglo XVIII”. También 
(Peces-Barba, 2003; 23) ha expresado que los derechos humanos predominan en  el  
“pensamiento moderno como base fundamental del constitucionalismo” y que han sido 
expuestos de forma más representativas en los instrumentos que se anotan a continuación: 
 La Declaración de  Independencia Norteamericana de 1776, que 
establece: 
“Sostenemos como evidentes por sí mismas dichas verdades: que todos los hombres son creados 
iguales; que son dotados por su Creador de ciertos derechos inalienables; que entre éstos están la Vida, 
la Libertad y la búsqueda de la felicidad.” ([PDF]DECLARACIÓN DE INDEPENDENCIA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (1776); 1). 
 La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano  
De 1789 en Francia que en su art. 2  resaltó: “La finalidad de cualquier asociación política 
es la protección de los derechos naturales e imprescriptibles el Hombre. Tales derechos son la libertad, 
la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión” 
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 La Declaración Universal de Derechos Humanos 
Aprobada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 de 
diciembre de 1948, que en su art. 1 preceptúa: “Todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los 
unos con los otro. (Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 
2006; 2). 
 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales  
Aprobado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su 
resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, que en su preámbulo establece: 
“Considerando que (…) la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y 
de sus derechos iguales e inalienable (…) estos derechos se desprenden de la dignidad 
inherente a la persona humana”. (Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, 2006; 9) 
 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  
Aprobado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su 
resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, que en la  PARTE II,  Art. 2, numeral 2 
determina: 
“Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para 
dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para 
hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya 




 La Convención Americana sobre Derechos Humanos San José, Costa 
Rica de 1969,  
Que en su art. 1,  establece: Obligación de Respetar los Derechos  
“Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 
que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.” 
En este contexto, el deber más alto de los Estados fue  lograr el reconocimiento y 
protección de los derechos fundamentales a través de la incorporación de estos en la concepción  
de los Estados, como pilar fundamental del constitucionalismo cimentando el derecho 
inalienable de las personas traduciendo al garantismo. En este sentido (Peces-Barba, 1995; 21)  
ha expresado: 
“Los derechos no quedan en simples pretensiones morales, sino que existe la 
posibilidad de su realización al momento que adquieren un valor jurídico, al ser 
recibidos por el ordenamiento jurídico, convirtiéndose en un instrumento 
imprescindible para que los individuos se desarrollen en la sociedad”. 
De tal forma la importancia de los derechos de las personas fundamentalmente  se 
direccionan hacia la inclusión de los presupuestos éticos y morales de la dignidad humana y su 
relevancia jurídica que convierte a los derechos en norma básica de los ordenamientos internos 
y de cumplimiento obligatorio. 
Por su parte (Ferrajoli, 2005; 19) ha definido a los derechos humanos como:   
“Derechos universalmente adscritos a todas las personas, a todos los ciudadanos, a 
todos los sujetos con capacidad de obrar, cualquiera que sea la extensión de la clase de 
sujetos que en un determinado ordenamiento jurídico sean calificados como personas 
que los haga titulares para el ejercicio de alguna expectativa positiva o negativa por 
derivación de un mandato normativo”. 
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En la actualidad, el uso del término derechos fundamentales ha llegado a ser aceptado 
como un concepto constitucional cuyo cumplimiento es vigilado por  los órganos 
jurisdiccionales de control constitucional de tal forma es innegable la importancia de los 
Derechos humanos, en el marco constitucional, principalmente en las nuevas Constituciones. 
En este sentido, la Constitución del 2008, en su art. 1 reconoce al Ecuador como un 
Estado constitucional de derechos y justicia, esta mención según (Zambrano Pasquel, 2013) 
implica que: 
“La concepción del Estado garantista es característica del Estado constitucional de 
derechos, construyéndose sobre lavase de los derechos fundamentales de la persona, y 
al asumir el rol del garantizo, vincula los derechos fundamentales consagrados en la 
Constitución con todos los poderes públicos debidamente constituidos. En un Estado 
constitucional de derechos, el Derecho crea un sistema de garantías que la 
Constitución pre ordena para el amparo y respeto de los derechos fundamentales.” 
De tal forma, para llevar un control del cumplimiento de los derechos fundamentales,  
en el Art. 429 de la Constitución se establece que la Corte Constitucional es el máximo  órgano 
de control, interpretación constitucional y de administración de justicia en esta materia. Y, a 
partir del Art. 424, del texto constitucional se declara la prevalencia de estos frente a cualquier 
otra norma jurídica o acto del poder público. 
Los instrumentos internacionales sobre derechos humanos para asegurar su 
cumplimiento “establecen compromisos vinculantes hacia la protección de estos derechos por parte de 
los Estados que los suscriben”. (Huilca, 2010; 52). Es decir los Estados con la adhesión a los 
convenios de Derechos Humanos se obligan a hacerlos cumplir en sus respectivas naciones. 
La Declaración y Programa de Acción de Viena, en la Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos, celebrada en junio de 1993, en donde se declaró expresamente que “Todos 
los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados 




2.1.1.2.1 Características de los derechos Humanos 
Innatos o inherentes 
Todas las personas nacen con derechos debido a su condición de seres humanos.  De tal 
forma, su origen no es el Estado o las leyes, decretos o títulos, sino la propia naturaleza o 
dignidad de la persona humana.  
Universales 
Según (Nikken, 1994¸1) los derechos humanos son gozan de universalidad “Por ser 
inherentes a la condición humana todas las personas son titulares de los derechos humanos y no pueden 
invocarse diferencias de regímenes políticos, sociales o culturales como pretexto para ofenderlos o 
menoscabarlo”. 
 En Ecuador los comuneros o integrantes de los pueblos y nacionalidades indígenas de 
acuerdo a su cosmovisión conciben al castigo físico como un medio de purificación y limpieza 
del espíritu, por lo tanto dentro de su derecho propio,  establecen como sanción ante el 
quebramiento del orden establecido,  la aplicación de castigos como azotes, baños en agua fría y 
el ortigamiento para el infractor.  En este orden de ideas, se puede afirmar que los comuneros 
aludidos, no tienen la opción de elegir si  se acogen o no al  derecho a la integridad persona.  
Inalienables e irrenunciables 
Son irrenunciables, incluso por sus propios titulares. Los Derechos Humanos, en cuanto 
que son inalienables se le adscriben a la persona humana al margen de su consentimiento o 
incluso en contra de su consentimiento. Los bienes sobre los que recae la protección de los 
Derechos Humanos son atribuidos a la persona humana de una forma ineludible 
Inviolables 
Nadie puede atentar, lesionar o destruir los derechos humanos. Esto quiere decir que las 
personas y los gobiernos deben regirse por el respeto a los derechos humanos; las leyes dictadas 
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no pueden ser contrarias a éstos y las políticas económicas y sociales que se implementan 
tampoco. Por ejemplo, el derecho a la integridad personal,  no puede ser violentado bajo 
ninguna circunstancia.  
Transnacionalita 
Los estados bajo ninguna circunstancia pueden invocar su soberanía nacional para 
justificar la violación de los derechos humanos de las personas  
“En concordancia con la característica de universalidad de los derechos inherentes a 
la persona humana, sería incongruente estimar que los mismos dependen de la 
nacionalidad o del territorio en donde ella se encuentre. Su ejercicio implica 
limitaciones al poder público y por ello, no puede invocarse ninguna actuación 
soberana para violarlos. Al tratarse de valores supremos están por encima de los 
mismos Estados y de su soberanía “(Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 
2009; 17). 
De allí que el Estado ecuatoriano, no tiene la facultad para admitir se aplique un sistema 
jurídico que contemple sanciones tendientes a violentar el derecho a la integridad de personal, 
bajo el manto de la soberanía y la autodeterminación de Estado pluricultural.   
Irreversibilidad 
“Luego del reconocimiento positivo de un derecho, este quedad definitivamente 
integrado a la categoría de aquéllos cuya inviolabilidad debe ser garantizada. Se trata 
de atributos inertes que no pueden dejar de serlo de un momento a otro, pues 
implicaría una restricción a la propia dignidad”. (Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos, 2009, 17)  
El Ecuador, desde su adhesión a los Instrumentos internacionales de derechos Humanos 
ha  armonizado e integrado estos derechos a su ordenamiento jurídico interno. Por lo tanto 
cualquier normativa u ordenamiento jurídico que prevea sanciones o circunstancias 




El (Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2009, 17) al referirse a la 
progresividad de los derechos humanos establece que “Debido a que la existencia de los derechos 
humanos no depende del reconocimiento del Estado, es posible extender su ámbito de protección a otros 
derechos que anteriormente no eran reconocidos como tales”.  
En este caso los Estados, las sociedades y los colectivos en general tienen la opción y 
hasta cierto punto la obligación de identificar aquellas situaciones, hechos o circunstancias que 
de alguna forma afectan a la dignidad humana y proponer alternativas tendientes a extender el 
ámbito de protección a otros derechos que no están siendo reconocidos. 
En este contexto se deprende que se  reconoce a las personas como el fin máximo del 
Estado y por ende, sus derechos, se reconoce que los derechos de las personas no tienen su 
origen en la ley, sino en la dignidad de la persona y por lo tanto, de tal manera el Estado pierde 
el rol de ente creador de derechos en beneficio de los ciudadanos  ya que goza de la facultad 
para  reconocerlos y la obligación de hacerlos cumplir. De allí que como ente encargado de 
regular la vida de los individuos que habitan en un territorio determinado, tiene la obligación de 
respetar, proteger, garantizar y reparar los derechos humanos, de igual forma el Estado será 
responsable por las violaciones de derechos humanos que sean el resultado de las conductas de 
acción u emisivas que tengan como resultado el menoscabo de los derechos básicos de las 
personas al respecto (Huilca, 2010; 59) ha expresado que:  
“Es necesario advertir que una vulneración de derechos se hace de forma positiva y 
negativa, pues la primera ocurre cuando las personas que en ejercicio de sus funciones 
administrativas o judiciales operan mediante actos y actuaciones, en forma directa y 
con intención de violar los derechos establecidos en la constitución y en los 
instrumentos internacionales; la segunda, ocurre cuando Estos omiten hacer algo, 
absteniéndose de hacer o de declarar algo o no ejecutando una orden o disposición, 
siendo la omisión la insuficiencia en la actuación de la autoridad pública.” 
En este sentido los ordenamiento jurídicos, las autoridades y entidades creadas o 
reconocidas por el Estado ecuatoriano deben observar la no violación de los derechos humanos 
ya sea por acción u omisión, en este punto es importante cuestionarse; en Ecuador los Fiscales 
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de asuntos indígenas, ¿Están vulnerando por omisión los derechos humanos? Al presenciar 
actos de sanción en la justicia indígena que implican castigos físicos. 
2.1.1.2.2. Los Derechos Humanos,  pueden ser divididos en tres grandes 
grupos: 
 Derechos civiles y políticos 
 Derechos económicos, sociales y culturales 
 Derechos de los pueblos 
2.1.1.2.2.1. Derechos civiles y políticos 
La burguesía, clase social naciente, fue adquiriendo conocimiento de los derechos que 
necesitaba, para participar del poder decimonónico y político tanto para desarrollar sus 
empresas, y mitigar la dura autoridad de nobles y monarcas, para ello requieren de un nuevo 
orden, que admita la práctica de sus ideales en ese contexto la sociedad europea arriba a la 
época del iluminismo que según expresa (Plebe, 1971, 141) 
“Los renacentistas italianos habían recogido la tradición griega para ubicar otra vez 
al hombre como medida de todas las cosas. El iluminismo o los ilustrados, expresarán 
más tarde en teoría, lo que los revolucionarios de fines del siglo XVIII conquistarán en 
la práctica. Los ilustrados explicitan el concepto de Derechos Humanos, y colocan a la 
idea de dignidad humana en el centro de una eclosión de ideas impulsadas por la fe en 
la razón”. 
 A partir de los derechos civiles y políticos se le impone al Estado que debe abstenerse 
de inferir en el goce y ejercicio de estos derechos por parte de los individuos. El rol del Estado 
se limita a garantizar el cumplimiento de los mismos, por medio de los diferentes mecanismos 
judiciales con que cuenta.   
En el cuadro a continuación se citan algunos de los derechos de libertad que 
corresponden a esta clase de derechos 
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 Derecho a la vida 
 Libertad 
 Seguridad jurídica 
 A circular libremente 
 Elegir la residencia,  
 La nacionalidad 
 A no ser esclavizado  
 A no ser  torturado 
 Libertad de pensamiento 
 Libertada de culto 
 Libertad de expresión 
2.1.1.2.2.1.1. Derecho a la integridad personal (a no ser torturado) 
Este derecho se encuentra consagrado en el derecho internacional en los instrumentos 
que se citan a continuación: 
 La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, que en su art. 5 
establece: “Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes”. 
 Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la 
protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional, 
1977, que en su  Art. 4. Determina las Garantías fundamentales  que se anotan a 
continuación 
“a) Los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o mental de las 
personas, en particular el homicidio y los tratos crueles tales como la tortura y las 
mutilaciones s o toda forma de pena corporal; 
b) Los castigos colectivos; 
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c) La toma de rehenes; 
d) Los actos de terrorismo; 
e) Los atentados contra la dignidad personal, en especial los tratos humillantes y 
degradantes, la violación, la prostitución forzada y cualquier forma de atentado al 
pudor;” 
El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos de 1966, en cuyo art. 7 
consagra: 
“Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En 
particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos”. 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa 
Rica" de 1968, que recoge el derecho a la integridad personal en su art. 5 establece:  
“El Derecho a la Integridad Personal 
 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 
 2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes.  Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la 
dignidad inherente al ser humano”. 
La Asamblea General de las Naciones Unidas la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos Crueles Inhumanos o Degradantes, que entró en vigencia  el 26 de junio de 1987,  
Que en su art. 1 establece:  
“1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por el término "tortura" todo 
acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos 
graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero 
información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se 
sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por 
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cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o 
sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de 
funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia.” 
De tal forma el derecho a la integridad personal es aquel derecho humano fundamental 
que se origina  en el respeto a la vida y sano desarrollo de ésta, en este sentido dada la condición 
de ser un ser humano como tal tiene derecho a mantener y conservar su integridad física, 
psíquica y moral. 
Derecho a la integridad personal en la justicia indígena 
El derecho a la integridad física está consagrado en el numeral 3 del artículo 66 de la 
Constitución de la República, en base a ello queda prohibido cualquier tipo de agresión física, 
sexual o psicológica en contra de la personas; a este postulado se suma la Declaración de 
Naciones las Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas del 13 de septiembre del 2007, 
en cuyo art. 7 numeral 1, establece: “Las personas indígenas tienen derecho a la vida, la integridad 
física y mental, la libertad y la seguridad de la persona”. 
Pese a ello, en la administración de la justicia indígena se presentan principalmente dos 
fases: la del proceso de investigación y la de aplicación de la sanción, es esta última el acto más 
importante, tanto para la persona acusada de la infracción como para la comunidad. 
La sanción varía de acuerdo a diferentes factores, como la gravedad de la infracción y la 
reincidencia; la fase de ejecución de la sanción constituye un espacio de reflexión y meditación 
para todos los involucrados.  
Existen varios tipos de sanciones: el baño con agua fría, golpes con ortiga,  latigazos, el 
trabajo comunitario, la devolución de las cosas robadas o hurtadas, la indemnización económica 
a las víctimas. Además, el hecho de que las sanciones se las cumpla en acto público, éste 
deviene en sanción moral, permitiendo resarcir los daños causados y permite la recuperación de 
la armonía en la comunidad 
Desde la visión occidental, la sanción del derecho indígena que lesiona los derechos 
humanos es la aplicación de los latigazos, considerados como trato cruel y atentatorio de la 
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integridad humana, no obstante de ello  esta sanción es muy común en los pueblos indígenas y 
según (Borja, 2006; 608) “no es sólo castigo sino también está orientada a mejorar a las personas que 
han delinquido”, sin desconocer que en algunos casos se producen excesos cuestionados por la 
sociedad y la misma comunidad. 
2.1.1.2.2.2. Derechos económicos, sociales y culturales 
Estado liberal, creado para sostener la base de la económica burguesa, en efecto el 
razonamiento del mercado liberal tuvo como consecuencia el nacimiento de las desigualdades 
económicas y sociales entre los ciudadanos, el marcado contraste entre la opulencia de la clase 
burguesa y la miseria de la clase obrera se hizo más evidente, esta desproporción en la 
repartición de la riqueza causó malestares y disconformidades, por lo que la burguesía, enfrenta 
entonces la crítica de los pensadores socialistas, que reclaman una radical modificación de las 
condiciones materiales de existencia del proletariado de allí que (Marx en Plebe, 1971, 145) 
hubiera expresado “la sociedad civil actual es la realización del principio del individualismo: la 
existencia individual es el objetivo final, mientras que la actividad, el trabajo, el contenido, son meros 
instrumentos”. De esta forma denuncia la concepción liberal de los Derechos Humanos, negando 
su universalidad e identificándola con los intereses de la clase social dominante.  
En este contexto histórico, las masas sociales desposeídas  agrupadas en torno a los 
centros mineros y fabriles, inspira demandaban que garantice condiciones de vida dignas. Pero 
esta dignidad no era la que otorgaba el Estado liberal al ciudadano: se refiere específicamente a 
la demanda de mejores condiciones de vida, de trabajo y  de bienestar social. Lo que se traduce 
en lo que se denomina los derechos económicos, sociales y culturales que según (Sandoval 
Terán & De la Torre, diciembre de 2010; 9) son:  
“Derechos humanos vinculados a la satisfacción de las necesidades básicas de las 
personas en ámbitos como el trabajo, la alimentación, la salud, la vivienda, la 
seguridad social, la educación, la cultura, el agua y el medio ambiente. Vistos desde 
otro enfoque, los DESC pueden constituir herramientas jurídicas útiles para revertir 
realidades como la desnutrición; el desempleo o la precariedad laboral; los riesgos a 
la salud; el analfabetismo; la deserción escolar; la falta de acceso a la vivienda, al 
agua, a los medicamentes básicos; los desalojos o desplazamientos forzados; la 
marginación social; la pobreza y la desigualdad, entre otros fenómenos ampliamente 
extendidos que vulneran la dignidad humana”.  
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De tal forma se trata de derechos que tienden a garantizarles a las personas niveles de 
vida, al menos  mínimamente dignos, por lo cual su inobservancia comporta directamente una 
afectación a la calidad de vida de que pueden gozar los ciudadanos de un Estado 
En la Constitución del Ecuador del año 2008, los derechos económicos, sociales y 
culturales son reemplazados por los derechos denominados del “Buen Vivir”; 
2.1.1.2.2.3. Derechos de los pueblos 
Los Derechos de los Pueblos, tienen la finalidad de proteger los derechos de la 
humanidad por lo que está conformado por el derecho a la paz, derecho a un medio ambiente 
sano, derecho al desarrollo, derecho a una vida digna, derecho a la justicia internacional, etc. Se 
refiere a la protección de las nacionalidades o pueblos como unidades culturales que habitan un 
territorio, como son los pueblos indígenas, afro ecuatorianos, montubios, quienes tienen el 
derecho a la tierra y territorio, a la identidad cultural, a la libre determinación, justicia y derecho 
propio, consulta y participación en la toma de decisiones, al desarrollo, propiedad intelectual, 
entre otros 
Sin embargo la condición actual y los derechos reconocidos a los pueblos y 
nacionalidades indígenas, es el resultado de una larga lucha histórica de los pueblos alrededor 
del mundo por salvaguardar sus territorios y culturas ante la colonización, la explotación de la 
mano de obra y sus conocimientos, y la depredación de sus territoritos por parte de los Estados 
para apoderarse de los recursos naturales  
La Segunda Guerra Mundial, trajo consigo la necesidad de crear nuevos organismos, a 
fin de replantearse la defensa de los Derechos Humanos. De esta forma se constituyeron las 
Naciones Unidas, a través de la Carta de las Naciones Unidas en la ciudad de San Francisco, el 
26 de junio de 1945en la que se proclama “la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la 
dignidad y el valor de la persona humana”. (Carta de las Naciones Unidas / 26 de junio de 1945) 
A continuación a fines del año 1948, en París, las Naciones Unidas proclaman la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, instrumento que en su art. 1, proclama  “todos 
los pueblos tienen el derecho de libre determinación”.  
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A estos instrumento internacionales, subsiguieron una serie de pactos y acuerdos 
relativos al tema .Según (Stavenhagen, 2008; 9) 
“Las actividades oﬁciales de las Naciones Unidas en relación con las cuestiones 
indígenas comenzaron en 1970, con la recomendación formulada por la Subcomisión 
de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías, en el sentido de que se 
emprendiera un estudio completo del problema de la discriminación contra las 
poblaciones indígenas”  
Posterior a ello, se tiene la adopción de Instrumentos jurídicamente vinculantes relativos 
a los pueblos indígenas como el Convenio 107 de la OIT, en 1957, sobre poblaciones indígenas 
y tribales en países independientes adoptado por la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT)  que toma interés por la situación de los indígenas 
Treinta años después debido al cambio de la realidad social de los pueblos indígenas, se 
revisó el Convenio 107 y, en 1989, la Conferencia General adoptó el Convenio sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales, más conocido como el Convenio No. 169. De la OIT. 
El 13 de septiembre de 2007, se proclama la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas del mundo, que a diferencia de los instrumentos 
precitados según lo señalan (Chuji, Berraondo, & l, 2010; 4) se trata de un instrumento que:  
“Formalmente, en el contexto del Derecho Internacional, la Declaración no es un 
documento vinculante para los Estados al no ser un Tratado Internacional. Posee el 
rango de Declaración, lo cual le confiere un valor político, ético y moral importante 
para todos los países miembros de las Naciones Unidas, pero no genera obligaciones 
jurídicas directas.” 
La Declaración en su art. 43 establece: “Los derechos reconocidos en la presente 
Declaración constituyen las normas mínimas para la supervivencia, la dignidad y el bienestar de los 
pueblos indígenas del mundo.” Es decir en su articulado regula temas inherentes a los derechos 
culturales, educativos, económicos y sociales y sobre cuestiones más complejas de adoptar para 
los Estados, según expresan (Chuji, Berraondo, & l, 2010, 6) Los nudos críticos que ven los 
Estados en la Declaración son: 
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El derecho a la propiedad del territorio; 
El control de los recursos naturales; y 
El autogobierno indígena y el derecho a la autodeterminación 
Es necesario destacar que el Ecuador no se ha adherido a este Instrumento Internacional 
y que a nivel de Latinoamérica el Estado boliviano es el único que ha adoptado como ley La 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas del mundo. 
2.1.1.2.2.3.1. Los Derechos de los Pueblos Indígenas en Ecuador 
El Ecuador a pesar de no haber adoptado Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas del mundo, en la Constitución ecuatoriana del 2008, algunos 
de estos derechos están reconocidos como son: El  Derecho a la tierra y territorio, a la identidad 
cultural, a la autonomía, justicia y derecho propio, consulta y participación en la toma de 
decisiones, al desarrollo y  propiedad intelectual.  
De esta forma la Constitución ecuatoriana vigente determina al Ecuador común “Estado 
constitucional de derechos y justicia, intercultural, plurinacional,” lo que implica que los derechos 
reconocidos en la constitución, en los instrumentos internacionales y el derecho propio de los 
pueblos y nacionalidades tienen el carácter normativo y son de aplicación directa e inmediata. 
No obstante en cuanto al derecho a la autonomía, justicia y derecho propio la Constitución, en el 
numeral del Art. 57 establece: “Crear, desarrollar, aplicar y practicar su derecho propio o 
consuetudinario, que no podrá vulnerar derechos constitucionales, en particular de las mujeres, niñas, 
niños y adolescentes”. Es decir, el desarrollo y aplicación del ordenamiento jurídico indígena está 
limitado por el respeto a los derechos constitucionales. 
2.1.1.2.3. Derecho consuetudinario de los pueblos y nacionalidades 
indígenas del Ecuador. 
Fray Bartolomé de las Casas manifestó: 
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 “Que los indios eran humanos y que por lo tanto poseían la facultad de la razón, 
tenían sus propias leyes y gobierno (y el derecho a éstos) los cuales debían ser 
respetados por la corona española”. (Sistema legal indígena-Consejo de la Judicatura, 
2012) 
Es incuestionable la existencia de sistemas jurídicos indígenas pre coloniales que aún 
subsistentes en los Estados actuales, reconocidos en la actualidad por países con pluralidad 
jurídica con las denominaciones como derecho consuetudinario, o Derechos propio en el caso 
del Ecuador.  
El Derecho consuetudinario según cita (Stavenhagen, 2006; 17) tiene esta denominación  
 “En razón de que funcionan con normas tradicionales no escritas que derivan de un 
conjunto de costumbres reconocidas y compartidas por una colectividad y que se 
encuentran indisolublemente adheridas a la estructura social, sin ser por ello, sistemas 
estáticos sino dinámicos y susceptibles de influencias externas”. 
De tal forma la práctica y el derechos consuetudinario indígena son los conocimientos, 
normas y principios que han sido conservados y trasmitidos de generación en generación en 
forma oral, puesto que permanece en la memoria de los miembros de los diferentes pueblos y 
nacionalidades indígenas y montubios en el Ecuador, sin que para su aplicación interna y 
conservación hubieren requerido del reconocimiento por parte del Estado, más por el contrario 
les ha sido suficiente la validación y la aplicación dada por los mismos miembros de sus 
pueblos y nacionalidades. 
Los pueblos indígenas desde tiempos milenarios, se han auto gobernado y por lo tanto 
cuentan con sus propios sistemas políticos, jurídico, culturales, y sistema de valores  que se 
deriva de su cosmovisión, es decir forma de comprender el mundo. 
Los valores, principios y normas que deben ser tomados en cuenta por las instituciones 
estatales encargadas de administrar justicia. 
La justicia indígena plantea la diversidad de procedimientos y normas que cada comuna, 
comunidad pueblo o nacionalidad indígena aplique a sus miembros para resolver sus conflictos. 
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2.1.1.2.4. El pluralismo jurídico en los países andinos 
Los Estados Andinos son firmantes del Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países Independientes, lo que ha determinado que estos hayan 
reformado sus  Constitución, en el sentido de incluir alguna fórmula de reconocimiento del 
derecho y la jurisdicción especial indígena. 
El reconocimiento constitucional de la autodeterminación de los pueblos, del derecho y 
la jurisdicción especial indígena constantes en el Convenio 169 de la OIT, significo para los 
Estados parte, la obligación de modificar sus constituciones en varios aspectos que (Yrigoyen, 
2000) establecen el “Cuadro comparativo del reconocimiento del derecho indígena en los países 
andinos” y se citan a continuación con un análisis actualizado en base a las constituciones 
vigentes. 
 El  fundamento 
Que el Convenio 169 0IT establece:  
“Estado reconoce Pluriculturalidad de la Nación o se define como tal Reconociendo 
las aspiraciones de  esos pueblos a asumir el control de sus propias instituciones y 
formas de vida y de su desarrollo económico y a mantener y fortalecer sus identidades, 
lenguas, religiones, dentro del marco de los Estados en que viven, etc.” 
 Texto de reconocimiento  
Que el Convenio 169 0IT establece:  
a) la Jurisdicción Indígena y 
b) el Derecho Indígena o Consuetudinario  
“Art. 8 numeral 2: Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus 
costumbres e instituciones propias siempre que éstas no sean incompatibles con los 
derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos 
humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán 
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establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la 
aplicación de este principio. 
Art.9 numeral 1: En la medida que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional 
y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los 
métodos a los que los pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión 
de los delitos cometidos por sus miembros”. 
 Acción estatal promovida sobre la pluriculturalidad  
Que el Convenio 169 0IT establece:  
“1. El art. 8 numeral 2,  respeto del derecho de conservar sus costumbres e 
instituciones. 
2. El art.9 numeral 1 respeto de los métodos propios de control penal de los Pueblos 
indígenas y sobre los de mecanismo para solucionar conflictos entre el Derecho 
indígena y los Derechos humanos”. 
Derecho Subjetivo 
Que el Convenio 169 0IT establece:  
“1. Derecho de conservar costumbres e instituciones propias. 
2. Derecho al respeto de sus métodos de control penal propios. 
3. Derecho a resolver por mecanismos establecidos”  
Objeto de reconocimiento y respeto  
La Constitución  de la República Bolivariana de Venezuela, en su Artículo 260, 
establece: 
“Las autoridades legítimas de los pueblos indígenas podrán aplicar en su hábitat 
instancias de justicia con base en sus tradiciones ancestrales y que sólo afecten a sus 
integrantes, según sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean 
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contrarios a esta Constitución, a la ley y al orden público. La ley determinará la forma 
de coordinación de esta jurisdicción especial con el sistema judicial nacional”.  
La Constitución Política de la República de Colombia de 1991 
En su art.246 expresa: 
“Las  autoridades  de  los  pueblos  indígenas  podrán  ejercer funciones  
jurisdiccionales  dentro  de  su  ámbito  territorial,  de  conformidad  con sus  propias  
normas  y  procedimientos,  siempre  que  no  sean  contrarios  a  la Constitución  y  
leyes  de  la  República.  La  ley  establecerá  las  formas  de coordinación de esta 
jurisdicción especial con el sistema judicial nacional”. 
La Constitución de la República del Ecuador  
“Art. 171.- Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas 
ejercerán funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su 
derecho propio, dentro de su ámbito territorial, con garantía de participación y 
decisión de las mujeres. Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios  
para la solución de sus conflictos internos, y que no sean contrarios a la Constitución y 
a los derechos humanos reconocidos en instrumentos internacionales”.  
Constitución de la República de Perú de 1993 
En su Artículo 149establece:  
“El Ejercicio de la función jurisdiccional por las comunidades campesinas y nativas 
Las autoridades de las Comunidades Campesinas y Nativas, con el apoyo de las 
Rondas Campesinas, pueden ejercer las funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito 
territorial de conformidad con el derecho consuetudinario, siempre que no violen los 
derechos fundamentales de la persona. La ley establece las formas de coordinación de 
dicha jurisdicción especial con los Juzgados de Paz y con las demás instancias del 
Poder Judicial.” 
Constitución de la República de Bolivia del 2009 
En su art- 90 literal I  establece:   
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“Las naciones y pueblos indígena originario campesinos ejercerán sus funciones 
jurisdiccionales y de competencia a través de sus autoridades, y aplicarán sus 
principios, valores culturales, normas y procedimientos propios”.  
Y el literal II. 
“La jurisdicción indígena originaria campesina respeta el derecho a la vida, el derecho a la 
defensa y demás derechos y garantías establecidos en la presente”  
De la lectura de los diferentes textos constitucionales se desprende que los países 
andinos en concordancia con el Convenio 169 0IT, establecen en sus legislaciones el 
reconocimiento y respeto de las costumbres propias, el derecho consuetudinario, las 
Instituciones propias y los métodos propios de control de los pueblos indígenas (incluidos 
métodos de control de delitos).  
 Titular del derecho 
Las legislaciones de los países andinos materia de estudio en concordancia con las 
deposiciones del Convenio 169 0IT,establecen como beneficiarios del reconocimiento de la 
jurisdicción indígena a los pueblos indígenas y en los caso de Perú, se amplía al incluir a las 
Comunidades Campesinas y Nativas, las Rondas Campesinas y en Bolivia incluye a las 
comunidades campesinas. 
 Competencia Territorial 
En cuanto al ámbito de la competencia territorial de la jurisdicción Indígena el 
Convenio 169 0IT, no presenta de forma expresa ninguna disposición, por lo que los textos 
Constitucionales de Venezuela y Colombia, tal competencia dentro del ámbito territorial de los 
pueblos Indígenas; Perú y Bolivia además en el de las comunidades indígenas y campesinas y 




 Competencia Material  
En concordancia con lo dispuesto en el Convenio 169 0IT, en cuanto al reconocimiento 
de la competencia material del Derecho Indígena, las legislaciones de los países en comento 
establecen la competencia del derecho indígena en todas las materias. 
 Competencia Personal 
El art.9 numeral 1, del Convenio 169 0IT, establece que la competencia personal en 
materia de represión de delitos se circunda a los miembros de pueblos indígenas, mientras que 
en las constituciones de Colombia, Bolivia y Perú no se establece  este tipo de competencia, 
solo se refiere al ámbito territorial, por su parte la legislación venezolana, establece de forma 
expresa la competencia sobre los integrantes del pueblo indígena. Y en el Ecuador,  no se 
establece de forma expresa la competencia territorial ni personal sino que se establece la 
solución de conflictos internos, a diferencia de los demás países andinos.   
 Límite 
Es necesario destacar que, sin perjuicio del valor que representa el estudio de las 
facultades de la jurisdicción indígena, para la realización de presente trabajo respecto del 
ejercicio del pluralismo jurídico frente a la prevalencia del derecho a la integridad personal es 
de particular importancia el estudio del límite que se ha impuesto a la aplicación de la 
jurisdicción indígena en los países Andinos. 
 El Convenio 169 de la OIT, en su art.  8 numeral 2 establece como límite del derecho 
consuetudinario la no violación de derechos fundamentales ni humanos. Y en materia penal, que 
métodos de control sean compatibles con: el sistema jurídico nacional, y con los derechos 
humanos internacionalmente reconocidos.  
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De tal forma, en este estricto sentido se manifiestan los textos constitucionales de los 
países andinos. 
Pese a la normativa internacional y constitucional vigente en los países Andino en 
cuanto al establecimiento de los derechos humanos como límite de la jurisdicción indígena, en 
países como Ecuador y Bolivia en la actualidad se conoce de hechos como “baños en agua fría 
y ortigamiento, chicotazos o azotes” aplicados como sanción para los miembros de las 
comunidades indignes que hubieren infringido la ley, ya que consideran a estas sanciones como 
un medio de purificación según su cosmovisión; pretendiendo desconocer que se trata una 
vulneración del  derecho a la integridad personal, la prohibición de la tortura, la desaparición 
forzada, los tratos y penas crueles que atentan contra los derechos humanos. No obstante de ello, 
en la actualidad en ambos países se espera un pronunciamiento de los órganos de Control 
constitucional respecto de la  jurisdicción indígena. 
2.1.1.2.5. Control de constitucionalidad 
La supremacía constitucional, se encuentra expresamente establecida en el Art. 424 de 
la Constitución, vigente en el Ecuador que determina:  
“La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier otra del 
ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán mantener 
conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de 
eficacia jurídica”. 
En este sentido (Oyarte Martínez, 1999, 79) explica que la supremacía constitucional 
desde el punto de vista jurídico tiene  dos expresiones la material y otra formal 
 “El sentido material, implica la superioridad en el contenido; la exigencia de 
compatibilidad entre el contenido de las normas jurídicas infra-constitucionales y los 
principios y valores que constan en la Constitución. Del mismo modo, formalmente 
implica la exigencia de que las normas infra-constitucionales sean dictadas en la forma 
y siguiendo los procedimientos establecidos en la Constitución”. 
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De tal forma, jurídicamente la Constitución es suprema “porque da validez formal y 
sustancial a todo el ordenamiento jurídico, para lo cual jerárquicamente se sitúa por encima de 
cualquier otra norma. (Oyarte Martínez, 1999; 77) 
Por lo tanto, toda norma que fuera dictada en oposición, formal o material, a la 
Constitución carecerá de validez jurídica.  
 
En este orden de ideas según ha  referido (Haro, 2004; 49) el control de 
constitucionalidad de las leyes  
“Es la competencia judicial de expulsar o declarar no aplicable una norma 
controvertida del ordenamiento jurídico, si del examen de esta resulta que es 
incompatible con preceptos constitucionales. La potestad de declarar la 
inconstitucionalidad o inaplicabilidad de una ley”. 
En este sentido, el máximo organismo de control constitucional está facultado para 
revisar sentencias judiciales, actuando como un mecanismo de control de las decisiones que se 
tomen respecto a derechos fundamentales y a la vez unificar la jurisprudencia  
En Ecuador de conformidad con el art.94 de la Constitución de 2008, esta atribución 
puede efectuarse vía acción extraordinaria de protección. 
2.1.1.2.6. Decisiones en la justicia indígena 
pueblos y nacionalidades indígenas en el  Ecuador, desde hace mucho tiempo, antes de 
la colonización española, administran su propio sistema de justicia, el cual no tiene base u rigen 
en los modelos europeos sino en su propia experiencia, cultura y tradiciones, de acuerdo a sus 
principios, sistema de valores y cosmovisión, en la cual la justicia se fundamenta en que las 
sanciones son aplicadas con el objetivo de que el individuo que ha cometido un delito pueda 
reconocer su falta, enmendar su error y no volver a repetirlo en el futuro. En el contexto 
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descrito, en la justicia indígena, el castigo por la violación de la norma vendría a ser un castigo 
físico el cual tiene un carácter sanador y de purificación, cada castigo físico tiene su significado 
de purificación. La justicia indígena es una práctica con sentido económico y comunitario muy 
concreto. 
Según un estudio realizado por (García, 2002; 32) sobre cómo funciona el derecho 
indígena dice “que la administración de justicia entre los quichuas está sujeta al procedimientos social 
y culturalmente establecidos y compartidos por el conjunto de la población (...) Cuando un problema no 
se puede solucionar al interior del ámbito familiar”, por lo tanto es puesto en conocimiento de la 
comunidad, que está para juzgar y sancionar. 
Los proceso de aplicación de la justicia indígena, presentan algunas variaciones de 
acuerdo a las costumbres propias de cada pueblo, nacionalidad o comunidad indígena en la que 
se desarrolle, no obstante de ello a continuación se presenta un procedimiento generalmente 
utilizado por los pueblos indígenas en el Ecuador.  
 Hecho o infracción  
 Robo, violación, malversación de dinero de la comunidad, adulterio y 
agresiones verbales, peleas entre otros. 
 Puesta en conocimiento  ante las autoridades de la comunidad 
 Cualquier persona de la comunidad puede informar: las partes 
afectadas, algún miembro de la directiva o socios. 
 Citación a las partes involucradas 
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 Se cita a las partes involucradas y a todos los miembros a una 
Asamblea extraordinaria. Deben estar presente las partes afectadas, la 
directiva el acusado, y los demás miembros. 
 Exposición del caso ante la asamblea 
 Se expone el caso, las partes exponen su versión, los familiares 
generalmente apoyan esta versión y sirven de testigos 
 Toma de decisión  
 La asamblea y la directiva toma las resoluciones correspondientes para 
solucionar el conflicto y se levanta acta, con las sanciones y acuerdos 
pactados. 
 Aplicación de la sanción 
 Se aplica la sanción de acuerdo a la infracción inferida 
 Denuncia ante la justicia ordinaria 
 Los acusados pueden quedar inconformes y acudir a la justicia 
ordinaria. 
 Actuación de la Justicia ordinaria 
 La justicia ordinaria interviene desconociendo a la justicia indígena. 
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En la justicia indígena las penas o sanciones son variables. Y en algunos casos estas, 
pueden estar en contradicción con las sanciones que en los mismos casos impone el  
ordenamiento jurídico estatal. 
Para la toma de decisiones, se toma en cuenta siempre el consejo de la gente mayor.  
Las sanciones incluyen sanciones económicas y materiales, tales como la restitución de 
lo robado o el pago de los costos causados por las lesiones físicas. Siendo el factor más 
importante el compromiso moral de las partes para no volver a romper el orden social y cultural, 
sin embargo, por petición de cualquiera de ellas se acostumbra también a firmar un acta de 
conciliación, cuya finalidad principal es servir de antecedente, para castigar más severamente en 
el caso de reincidencia.  
La publicidad o privacidad del proceso puede ser solicitada por las partes involucradas, 
sin embargo generalmente es abierto al conjunto de la comunidad para que los miembros de su 
entorno conozcan el procedimiento y los culpables reciban la sanción del colectivo. 
Las sanciones y rituales impuestos por la comunidad a los infractores varían de acuerdo 
con la gravedad de los hechos que pueden consistir en una reprimenda verbal por parte de las 
autoridades a las familias que pelean, o en rituales de purificación mediante baños de agua fría y 
ortiga, incluso la sanción puede llegar a la expulsión del infractor de la comunidad o en su 
defecto se los trata con indiferencia, es decir una especie de muerte civil en la que ningún 
comunero puede hablar con quien ha quebrantado la armonía de la comunidad. Al respecto 
(Yama, 2012, 576) expresa “las opiniones al interno sobre la aplicación de las sanciones, evidencian 
que estas no constituyen actos de trato cruel, inhumano o degradante, sino que más bien tienen un efecto 
reparador”. 
2.1.2. Antecedentes investigativos 
Como antecedente al presente trabajo como primero, se tiene que, en mayo del 2008, 
fue presentado en la Universidad San Francisco de Quito, en el Colegio de Jurisprudencia, el 
trabajo especial “Aceptación del pluralismo jurídico en el Ecuador y la aplicación de la justicia 
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indígena a un no indígena”, por Rosa Cecilia Baltazar Yucailla, como uno de los requisitos 
previos a la obtención del título de abogada. 
La investigación según la autora busca fortalecer el derecho que tienen los pueblos y 
nacionalidades indígenas para aplicar la justicia consuetudinaria, frente a los conflictos propios 
que afecten la paz y armonía de los pueblos indígenas.  
Esta investigación contribuyo a señalar que “el pluralismo jurídico asegura el derecho a la 
autodeterminación de los pueblos indígenas como base para el ejercicio del resto de derechos 
fundamentales que pueden ser ejercidos por el resto de pueblos indígenas”.  
Como segundo antecedente de investigación podemos usar el artículo  
“PLURALISMO JURIDICO Y DERECHO INDIGENA” escrito por la Dra. M.Sc. 
Gabriela D’Ambrocio, publicado la revista judicial electrónica Derecho Ecuador, el 
miércoles 29 de septiembre del 2010 y actualizado el 28 de julio del 2011, en el que la 
autora concluye que: “Es necesario promulgar la ley que haga compatible la función 
de la justicia indígena con las del sistema judicial nacional, estableciendo entre ellas 
una relación horizontal (de apoyo y no de control) para proteger la seguridad jurídica 
y la presencia de unos mínimos éticos y jurídicos básicos que garanticen la protección 
de los derechos humanos”. 
Como tercer antecedente investigativo, se puede apreciar la tesis presentada a la Sede 
Ecuador de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales por Carlos Soria Dall'orso, en el 
año de 1993, como requisito para la obtención del grado de Maestro en Ciencias Sociales con 
Mención en Estudios Amazónicos, titulada “EL PLURALISMO LEGAL Y EL DERECHO EN LAS 
SOCIEDADES INDIGENAS AMAZONICAS” En el que concluye: 
 “La Constitución de la República del Ecuador al referirse a los conflictos internos, 
establece una competencia material, no específica que tipo de delitos ni qué tipo de 
gravedad. No obstante para los pueblos indígenas y para la justicia indígena, conflicto 
interno constituye toda acción, acto u omisión que desestabiliza el orden establecido 
dentro de la colectividad indígena que se encuentra asentado en un territorio definido. 
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De tal manera que todo acto que este considerado por la comunidad, pueblo o 
nacionalidad indígena como ilícita, como no permitido, será juzgado a través de las 
autoridades indígenas”. 
Como cuarto antecedente de investigación esta, El Ensayo escrito por Edward Vargas, 
titulado “El Pluralismo Jurídico y la Administración de Justicia Indígena en el Ecuador “,  publicado 
en el sitio web SILDER SHIDE, en el que concluye  
“La criminalización de la justicia indígena, pone en evidencia la intención del Estado 
ecuatoriano de reprimir prácticas tradicionales de los pueblos, comunidades y 
nacionalidades indígenas y por tanto, impedir el ejercicio de su derecho a la 
autodeterminación. Además esta criminalización está relacionada con la intención del 
Estado ecuatoriano de reprimir las manifestaciones de las comunidades  indígenas en 
la medida que éstas cuestionan el modelo de desarrollo extractivito” 
Y finalmente como quinto antecedente de investigación, La tesis presentada en la 
Universidad Nacional de Loja, en el año 2012, por Luis Alfonso Contento Lapo, como requisito 
previo a la obtención del título de Abogado, el trabajo titulado “PLURALISMO JURIDICO EN EL 
ECUADOR: PROCEDIMIENTOS Y APLICACIÓN DE SANCIONES EN LA ADMINISTRACION DE 
JUSTICIA INDIGENA DEL PUEBLO KICHWA SARAGURO EN LA COMUNIDAD DE GUNUDEL DE 
LA PARROQUIA Y CANTON SARAGURO, PROVINCIA DE LOJA” en el concluye:  
“El reconocer la existencia de estos grupos sociales, implica aceptar la diversidad 
cultural, respetar las diversas manifestaciones, y otorgarles derechos sociales, políticos 
y económicos, que por años les han sido relegado; es decir es una tarea gigantesca 
para el país y por su puesto es una realidad que a nivel internacional ha sido bien vista 
por las instancias correspondientes” 
2.1.3 Antecedentes históricos 
 La edad media se caracterizó por la descentralización territorial y por ello varios 
núcleos de  poder que conformaron un espacio social un amplio para la manifestación 
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de  diferentes formas normativas como producto del conjunto de costumbres locales, 
consensos municipales, decretos reales, derecho canónico y derecho romano.  
 Luego de la decadencia del Imperio Romano en Occidente, surgió la idea de aplicar a 
las personas el derecho de su pueblo o comunidad local. Según expresa (Wolkmer, 2002 
en Belloso & Campuzano, 2008; 228) con la denominada “personalidad de las leyes (…) 
se estableció que la representación de los diferentes órdenes sociales correspondería a una 
natural pluralidad jurídica”. De allí que (Rouland 1988 en Belloso & Campuzano, 2008; 
229) identifica cuatro manifestaciones legales:  
 “Derecho señorial” fundado en la función militar, un “derecho canónico” que se 
basaba en los principios cristianos, un “derecho burgués” apoyado en la actividad 
económica y un “derecho real” con pretensiones de incorporar a las demás prácticas 
regulatorias en nombre de la centralización política”. 
 En Europa, por los siglos XVII y XVIII, con la implantación del modelo absolutista 
monárquico y la burguesía emergente se desencadenó la estatización del derecho, el 
aparecimiento de la racionalización política centralizadora y la subordinación de la 
justicia a la voluntad estatal soberana, significaron la eliminación de la estructura 
medieval y de las organizaciones, lo que reduciría el pluralismo legal y judicial.  
 Los aportes doctrinales de autores como Hobbes y la pos Revolución Francesa 
cimentaron el desarrollo del modelo de Estado nación unificado con la integración de 
los diversos sistemas legales, con fundamento en el principio de la igualdad de todos 
ante una legislación común. De tal forma en ese momento histórico según (Belloso & 
Campuzano, 2008; 230) se caracterizó por “la consolidación de la sociedad burguesa, la 
plena expansión del capitalismo industrial, el amplio dominio del individualismo filosófico, del 
liberalismo político económico y del dogma del centralismo jurídico estatal” lo que se tradujo 
en “la solidificación del “mito monista”, o el mito de la centralización, se alcanza por 
las reformas administrativas napoleónicas y por la promulgación de un único código 
civil para regir a toda la sociedad”. 
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Entre los defensores más representativos del monismo jurídico fueron Kelsen  y Wenzel, 
Esta teoría plantea que las normas del derecho internacional y las del derecho interno 
forman un único sistema jurídico; Por lo tanto el derecho interno de un Estado está 
conformado únicamente por sus normas de derecho interno y además por las normas 
del derecho internacional. De esta forma se plantea la idea de que el derecho solo 
existe en la forma de un sistema único y todas aquellas normas que están fuera del 
derecho estatal, no son consideradas como sistema jurídico. 
La radicalización del modelo absolutista,  generó una fuerte reacción por parte de 
quienes defendían las doctrinas pluralistas. De tal manera que a fines del XIX y en las 
primeras décadas del siglo XX, resurge el pluralismo de la mano de jurista, filósofos y 
sociólogos como:    
“Gierke, Hauriou, Santi Romano y Del Vecchio y de los sociólogos del derecho Ehrlich 
y Gurvitch. No menos importante será la recuperación del pluralismo en los años 
cincuenta y sesenta por investigadores empíricos en el ámbito de la antropología 
jurídica Griffiths 1986, Guevara Gil y Thome 1992, Ehrlich1986. (Wolkmer, 2002 en 
Belloso & Campuzano, 2008; 232)” 
El autor (Sánchez, 1995; 477) señala que 1913 Eugen Ehrlich, fue el primero en hablar 
de la posibilidad de una pluralidad de sistemas jurídicos señaló además que “el punto central del 
derecho no se encuentra en la legislación, ni en la ciencia jurídica, ni en la jurisprudencia se sitúa en la 
sociedad misma” que el derecho puede ser observado y extraído de la vida social y de todos los 
individuos que interviene en ella incluyéndose a aquellos grupos que históricamente han sido 
ignorados, discriminados y absolutamente negada su participación en el poder del Estado.  
Posteriormente en 1918, el jurista italiano (Santi Romano en Sánchez, 1995; 478), en su 
teoría institucional del derecho con respecto a la pluralidad de sistemas jurídicos  señalo que “la 
puridad de sistemas jurídicos resulta de la crisis de la hegemonía del Estado moderno y de la 
monopolización de la producción jurídica”  esto implica que “los grupos sociales se constituyen cada 
uno en una esfera jurídica independiente” Puesto que la carencia de eficacia del sistema estatal 
tiene como causa la falta de reconocimiento de los sistemas preexistentes en la sociedad. 
Además enfatizo en el concepto de organización como atributo para distinguir una sociedad 




Es importante citar que Santi Romano planteo que “el derecho no implica necesariamente 
una sanción y que la licitud así como la juridicidad de un sistema deban ser estudiados en función del 
sistema jurídico mismo y no en relación con otro u otros sistemas”, del tal forma, cada sistema 
jurídico debe contar con elementos propios, gozar de autonomía de manera de que cada uno se 
desarrolle libremente dentro de su ámbito de aplicación. 
En 1994 el tratadista (Carbonnier en Sánchez, 1995; 480) planteó que:  
“El derecho no cubre completamente el espacio humano. Hay ciertamente vacíos de 
derecho en el seno de las sociedades. Al lado del derecho existe un no-derecho (non-
droit). El no derecho es la ausencia de derecho en un cierto número de relaciones 
humanas donde el derecho tendría vocación teórica de existir”. 
De tal forma el tratadista partió de la negación de la existencia del pluralismo jurídico y 
por el contrario afirmo que se trataba de fenómenos de pluralismo jurídico. “Fenómenos múltiples, 
salientes de categorías diversas y concurrenciales del derecho estatal. Los fenómenos de pluralismo jurídico pueden 
ser colectivos o individuales, de concurrencia o de recurrencia, categóricos o difusos” que se derivan del hecho  
de confrontar las maneras de aplicar una regla ya que ello implica la presencia de varios jueces 
al interior de un sistema jurídico.  
También se tiene los postulados de (Bobbio, en Sánchez, 1995; 484) quien aporto que 
pluralismo jurídico “ya no sólo parte de relaciones entre diferentes sistemas estatales, sino también de 
los diferentes a los estatales, los supra-estatales, infra-estatales, colaterales al Estado y los anti-
estatales”.  
 En Latinoamérica, Boaventura de Sousa Santos, fundamenta el pluralismo 
jurídico como producto de los procesos de colonización o conquista de los 
pueblos, en los que poblaciones nativas no totalmente exterminadas o sometidas 
a las leyes coercitivas de los invasores, adquieren la autorización de mantener y 
conservar su derecho tradicional. O en los caso de sociedades más desarrolladas 
como la europea en la que algunos Estados remplazan sus ordenamientos 
jurídicos propios por otros como forma de modernización y consolidación del 
régimen político.  
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Ya en 1984, Falcão introduce de forma innovadora, la idea de que la causa directa del 
pluralismo jurídico debe ser encontrada en la propia crisis de la legalidad política. En el mismo 
sentido (Wolkmer, 2002; 6) cita “al investigador belga Jacques Vanderlinden,  en un ensayo 
“Síntesis sobre el pluralismo jurídico” en el que apunta que las dos principales causas genéricas 
del pluralismo se refieren a “injusticia” e “ineficacia” del modelo de “unicidad” del Derecho”. 
Así, en los últimos 30 años, en Latinoamérica de forma lenta se ha pasado al reconocimiento del 
pluralismo jurídico esencialmente del “derecho indígena” bajo el postulado de que las prácticas 
indígenas constituyen un verdadero derecho, antes invisibilizado por la dominación y el 
colonialismo. 
Finalmente, en América latina el proceso de apertura al pluralismo jurídico, según  
(Farit, y otros, 2011; 10) “se divide en tres etapas: constitucionalismo multicultural (1982-1988), el 
constitucionalismo pluricultural (1989-2005) y el constitucionalismo plurinacional (2006-2009)”. 
Los autores explican que en la primera etapa que constituye en los años 1982-1988, en 
las constituciones de Latinoamérica se introdujeron cambios pertinentes al reconocimiento de la 
composición multicultural de la sociedad lo que se traduce en el derecho a la diversidad cultural 
mas no hay un reconocimiento de la existencia de otros sistemas jurídicos tan válidos como el 
estatal. 
 En el Ecuador, las nacionalidades y pueblos indígenas han ejercido durante 
mucho tiempo atrás sus formas propias de resolución de conflictos; siendo 
reconocida oficialmente por el Estado, desde la Constitución de 1998, como 
consecuencia de la lucha del movimiento indígena. Posteriormente la 
Constitución de la República, promulgada el 20 de octubre de 2008, ratifica el 
reconocimiento de las funciones jurisdiccionales a las autoridades de las 
comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas. No obstante de ello en la 
actualidad no existen leyes secundarias que viabilicen su aplicación. 
Con el pluralismo jurídico, los sectores indígenas del país propulsan que la justicia 
indígena tenga sus propias autoridades; sentencias y dictámenes, en razón a los usos y 
costumbres ancestrales que los identifican como pueblos y nacionalidades indígenas.  
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Estas prácticas ancestrales tienen significados y fines propios, de allí que en la justicia 
indígena las sanciones conllevan castigos físicos a fin de lograr la purificación y armonía de 
infractor con su medio, mientras que en la justicia ordinaria estos castigos son considerados un 
atentado a los derechos humanos de las personas y fundamentalmente a la integridad personal.   
Los derechos colectivos y los individuales, están consagrados por la Constitución de la 
República y el Ecuador, que como Estado de derechos debe garantizar, el cumplimiento  de los 
mismos  en igual valor, siempre bajo los parámetros del control constitucional. 
2.2 Fundamentación legal 
2.2.1. Tratados internacionales  
El reconocimiento de la existencia jurídica de los pueblos y nacionalidades indígenas, el 
derecho a la libre determinación y de la jurisdicción indígena en las constituciones de los 
Estados latinoamericanos, tuvo su origen en los instrumentos jurídicos internacionales 
La Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales, 
Resolución 1514 (XV) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, del 14 de diciembre de 
1960, en su art. 2 declara que: “todos los pueblos del mundo tienen el derecho de libre 
determinación“, en sujeción a ello los pueblos y nacionalidades indígenas  establecen 
libremente su condición política y establecen internamente una organización para su desarrollo 
económico, social y cultural de acuerdo a sus costumbres y saberes ancestrales; es decir definen 
un orden social interno, así como procedimientos e instituciones que viabilizan la cumplimiento 
de dicho orden, establecen mecanismos para la solución de los problemas. 
De tal forma el reconocimiento oficial de la jurisdicción indígena conlleva que las 
definiciones normativas, los procedimientos y las instituciones creadas por estos pueblos, son 
también derecho y por ende constituyen un ordenamiento jurídico. 
(Bazán, y otros, 2012; 26) han señalado que: 
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“El reconocimiento de este derecho no implica que los pueblos indígenas estén 
autorizados a separarse o desoír las reglas de sus propios Estados, pero sí significa que 
los Estados deben definir los ámbitos de competencia y los alcances del ejercicio de 
derechos colectivos que tiene los pueblos indígenas”. 
Es necesario que se llegue a un consenso en cuanto a la jurisdicción y competencia para 
determinados casos o materias así como para la aplicación de sanciones que implican 
vulneración al derecho a la integridad personal. 
El Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), del 7 de junio de 
1989, sobre Pueblos Indígenas y Triviales en Países Independientes en cuyo art,1 literal b, 
señala que se debe entender como pueblos indígenas a: 
“Los pueblos en países independientes que descienden de poblaciones que habitaban en 
el territorio actual del país o en una región geográfica a la que pertenece el país al 
iniciarse la época de la conquista o la colonización o del establecimiento de las 
actuales fronteras estales y que, cualquiera que sea su situación jurídica conservan sus 
propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas”. 
Este reconocimiento insta a los Estados a crear normativa jurídica orientada al respeto 
de la integridad de los valores, prácticas e instituciones propias de los pueblos indígenas. 
En relación con el ejercicio de este derecho, el Convenio 169 de la OIT en su art, 2 ha 
establecido lo siguiente: 
“Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación 
de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger 
los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad. 
Esta acción deberá incluir medidas: 
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1. Que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar, en pie de igualdad, de 
los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás 
miembros de la población; 
2. Que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y 
culturales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus 
costumbres y tradiciones y sus instituciones; 
3. Deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pueblos 
interesados, medidas encaminadas a allanar las dificultades que experimenten 
dichos pueblos a afrontar nuevas condiciones de vida y de trabajo”. 
De allí que los pueblos reconocidos como indígenas, obtienen varias ventajas como 
sujeto colectivo de derechos, que se ejercen frente al Estado nacional, y más allá de la condición 
de gobernados obtienen la consideración de copartícipes en el ejercicio de la administración del 
Estado. Y de sus diferentes funciones como la administración de justicia 
En cuanto a la aplicación de la legislación nacional  se establece que debe tomarse en 
consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario de conformidad con el art. 8 del 
Convenio OIT No. 169 que señala: 
1. “Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse 
debidamente en consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario.  
2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e 
instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los 
derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los 
derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea 
necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los conflictos 
que puedan surgir en la aplicación de este principio. 
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3. La aplicación de los párrafos 1 y 2 de este artículo no deberá impedir a los 
miembros de dichos pueblos ejercer los derechos reconocidos a todos los 
ciudadanos del país y asumir las obligaciones correspondientes”. 
De tal forma  los pueblos indígenas tiene derecho a conservar sus instituciones y 
costumbre y ponerlas en práctica cuando estas no vulneren los derechos  humanos de los que 
ellos también son beneficiarios.  
En cuanto a las sanciones que de acuerdo a sus costumbres se aplican al interior de los 
pueblos y comunidades indígenas el artículo 9 del texto jurídico en comento establece:  
1. ” En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y 
con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán 
respetarse los métodos a los que los pueblos interesados ocurren 
tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus miembros. 
2. Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones 
penales deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la 
materia. 
Este artículo de forma muy clara manda que serán reconocidos y respetados  los 
métodos utilizados por los pueblos y comunidades indígenas para la sanción de los  delitos que 
guarden compatibilidad con los instrumentos internacionales y el sistema jurídico nacional. 
En lo que respecta a la aplicación de sanciones penales a miembros de estos pueblos el 
juez penal para aplicar la sanción debe tomar en cuenta las costumbres del pueblo o comunidad 
a la pertenece el infractor y en la medida de lo posible optar por medinas alternativas a la 
privación de la libertad. Así lo establece el art. 10 del texto normativo en estudio.   
1. “Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a 
miembros de dichos pueblos deberán tenerse en cuenta sus características 
económicas, sociales y culturales. 
2. Deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento.” 
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La Declaración de las Naciones Unidas, del 13 de septiembre del 2007,  sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas (DNUPI) en cuanto a reconocimiento de los procedimientos 
e instituciones de los pueblos y comunidades indígenas se pronuncia en su art. 34 de la siguiente 
forma: 
De tal manera existe una apertura al reconocimiento y respeto del sistema jurídico 
propio de los pueblos y comunidades indígenas siempre que esté en armonía con los derechos 
humanos. 
2.2.2. Normativa  interna 
La Constitución de la República del 2008, en su capítulo cuarto. Sobre los derechos de 
las comunidades, pueblos y nacionalidades estipula: 
“Art. 57.- Se reconoce y garantizará a las comunas, comunidades, pueblos y  
nacionalidades indígenas, de conformidad con la Constitución y con los pactos, 
convenios, declaraciones y demás instrumentos internacionales de derechos humanos, 
los siguientes derechos colectivos:  
Numeral 9.- Conservar y desarrollar sus propias formas de convivencia y organización 
social, y de generación y ejercicio de la autoridad, en sus territorios legalmente 
reconocidos y tierras comunitarias de posesión ancestral.  
Numeral 10.- Crear, desarrollar, aplicar y practicar su derecho propio o 
consuetudinario, que no podrá vulnerar derechos constitucionales, en particular de las 
mujeres, niñas, niños y adolescentes “. 
Como se desprende del artículo precitado, el pluralismo jurídico, está reconocido y se 
deriva del reconocimiento a los derechos colectivos de los pueblos y nacionalidades indígenas.  
De allí que la Constitución en comento en su art. 171 establece:   
“Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán 
funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio, 
dentro de su ámbito territorial, con garantía de participación y decisión de las mujeres. 
Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de sus 
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conflictos internos, y que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos 
humanos reconocidos en instrumentos internacionales. 
El Estado garantizará que las decisiones de la jurisdicción indígena sean respetadas 
por las instituciones y autoridades públicas. Dichas decisiones estarán sujetas al 
control de constitucionalidad. La ley establecerá los mecanismos de coordinación y 
cooperación entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria”. 
La Constitución, en concordancia con los instrumentos internacionales, garantiza el 
respeto de las instituciones y autoridades públicas, las decisiones de la jurisdicción indígena; y 
dispone la sujeción de estas decisiones al control de constitucionalidad. 
La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. Publicada en 
el Registro Oficial N: 52 de 22 de octubre del 2009, en su art. 66 sobre el pluralismo jurídico 
señala: 
“El Estado ecuatoriano reconoce, protege y garantiza la coexistencia y desarrollo de 
los sistemas normativos, usos y costumbres de las nacionalidades, pueblos indígenas y 
comunidades de conformidad con el carácter plurinacional, pluriétnico y pluricultural 
del Estado”.  
De esta forma se ratifica en el marco jurídico del Ecuador, la apertura para la 
instauración de sistemas jurídicos paralelos y en sujeción de las garantías constitucionales. 
En cuanto a autonomía  de las autoridades de los pueblos y nacionalidades indígenas, la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional en su Art. 66 prescribe:  
“Las autoridades de las nacionalidades, pueblos y comunidades indígenas, gozaran de 
un máximo de autonomía y un mínimo de restricciones en el ejercicio de sus funciones 
jurisdiccionales, dentro de su ámbito territorial, de conformidad con su derecho 
indígena propio”. 
Este reconcomiendo de un máximo de  autonomía a favor del sector indígena, dota a su 
ordenamiento jurídico, autoridades e instituciones de libertar para ejercer su facultad de 
administración de justicia, claro está en sujeción al cumplimiento del texto constitucional. Para 
ello es indispensable que el tribunal constitucional regule la competencia de la justicia indígena.    
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El ámbito de la jurisdicción indígena ha sido determinado en el Código Orgánico de la 
Función Judicial, ¨Título VIII, RELACIONES DE LA JURISDICCION INDIGENA CON LA 
JURISDICCION ORDINARIA, de la siguiente forma: 
“Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán 
funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio 
o consuetudinario, dentro de su ámbito territorial, con garantía de participación y 
decisión de las mujeres.  
Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de sus 
conflictos internos, y que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos 
humanos reconocidos en instrumentos internacionales. NO se podrá alegar derecho 
propio o consuetudinario para justificar o dejar de sancionar la violación de derechos 
de las mujeres”. 
“Art. 345.- DECLINACION DE COMPETENCIA.- Los jueces y juezas que conozcan de 
la existencia de un proceso sometido al conocimiento de las autoridades indígenas, 
declinarán su competencia, siempre que exista petición de la autoridad indígena en tal 
sentido. A tal efecto se abrirá un término probatorio de tres días en el que se 
demostrará sumariamente la pertinencia de tal invocación, bajo juramento de la 
autoridad indígena de ser tal. Aceptada la alegación la jueza o el juez ordenará el 
archivo de la causa y remitirá el proceso a la jurisdicción indígena”.  
 “Art. 346.- PROMOCION DE LA JUSTICIA INTERCULTURAL.- El Consejo de la 
Judicatura determinará los recursos humanos, económicos y de cualquier naturaleza 
que sean necesarios  para establecer mecanismos eficientes de coordinación y 
cooperación entre la jurisdicción  indígena y la jurisdicción ordinaria.  
Especialmente capacitará a las servidoras y servidores de la Función Judicial que 
deban realizar actuaciones en el ámbito de su competencia en territorios donde existe 
predominio de personas indígenas, con la finalidad de que conozcan la cultura, el 
idioma y las costumbres, prácticas ancestrales, normas y procedimientos del derecho 
propio o consuetudinario de los pueblos indígenas.  
El Consejo de la Judicatura no ejercerá ningún tipo de atribución, gobierno o 
administración respecto de la jurisdicción indígena”. 
57 
 
Ley Especial de Descentralización del Estado y de Participación Social, publicada en el 
Registro Oficial  No.169, del 8 de octubre de 1997. En el Capítulo V. De la Participación Social 
en su art. 42, establece:  
“DE LOS PUEBLOS INDIGENAS Y NEGROS.- los pueblos  indígenas y negros a través de sus 
organizaciones podrán:  
e) Colaborar con el mantenimiento del orden publico dentro de su comunidad de acuerdo con 
las instrucciones y disposiciones de las entidades competentes del Estado”. 
Como se puede notar este texto al igual que la constitución y los tratados 
internacionales, establecen como su límite de aplicación el respeto a los derechos humanos. 
 
2.3 Definición de términos básicos 
2.3.1 Pluralismo Jurídico 
La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. Publicada en 
el Registro Oficial N: 52 de 22 de octubre del 2009, en su art. 66 sobre el pluralismo jurídico 
señala: 
“El Estado ecuatoriano reconoce, protege y garantiza la coexistencia y desarrollo de 
los sistemas normativos, usos y costumbres de las nacionalidades, pueblos indígenas y 
comunidades de conformidad con el carácter plurinacional, pluriétnico y pluricultural 
del Estado”.  
De esta forma se ratifica en el marco jurídico del Ecuador, la apertura para la 
instauración de sistemas jurídicos paralelos y en sujeción de las garantías constitucionales. 
2.3.2 Autonomía 




“Las autoridades de las nacionalidades, pueblos y comunidades indígenas, gozaran de 
un máximo de autonomía y un mínimo de restricciones en el ejercicio de sus funciones 
jurisdiccionales, dentro de su ámbito territorial, de conformidad con su derecho 
indígena propio”. 
Este reconcomiendo de un máximo de  autonomía a favor del sector indígena, dota a su 
ordenamiento jurídico, autoridades e instituciones de libertar para ejercer su facultad de 
administración de justicia, claro está en sujeción al cumplimiento del texto constitucional. Para 
ello es indispensable que el tribunal constitucional regule la competencia de la justicia indígena.    
2.3.3 Derecho Propio 
 (SIERRA, 1997; 131) define el Derecho Propio Indígena como un:  
“Producto de relaciones históricas y de la inserción jurídica de las comunidades 
indígenas en la sociedad nacional y regional. El derecho indígena no puede ser visto 
únicamente como la continuación de tradiciones y costumbres originales, sino en su 
interrelación, confrontación y procesos constitutivos mutuos con el derecho nacional, 
procesos inmersos, a su vez, en relaciones de poder y de cambio. Más que normas 
jurídicas autónomas lo que encontramos son imbricaciones y sincretismos en donde el 
derecho indígena ha incorporado prácticas del derecho colonial y nacional”. 
De tal forma se denomina derecho propio, a un conjunto de normas, de instituciones que 
permitan la convivencia pacífica, en un plano de igualdad y de respeto de sus derechos en la 
sociedad actual; lo que permite a los pueblos indígenas dejar de  vivir bajo normas ajenas, 
dictadas por organismos que no están conformados por sus  representantes. 
2.4 Hipótesis 
El ejercicio del pluralismo jurídico en el Ecuador, está limitado por la prevalencia del 
derecho individual de integridad personal, debido a la falta del desarrollo y aplicación de 





2.5.1 Variable Independiente 
 El pluralismo jurídico  
2.5.2 Variables dependientes 
 Ejercicio de los derechos colectivos en el Ecuador. 
 Prevalencia del derecho individual de integridad personal. 
 Aplicación del derecho consuetudinario de los pueblos y nacionalidades 
indígenas. 






 CAPÍTULO III 
 METODOLOGÍA 
3.1 Tipos de investigación 
3. 1.1 Investigación bibliográfica 
Para el presente trabajo se recabó información a través de la investigación documental 
bibliográfica, con la búsqueda de información científica relativa a la problemática planteada en 
libros, enciclopedias, manuales, revistas, documentos, Código, leyes y  sitios web.  
3.1.2 Investigación de campo 
Con  el  fin  de  obtener  información  de  fuentes  primarias, se aplicó  la investigación 
de campo en los diferentes escenarios pertinentes al tema; es así que se visitó la Unidad Judicial 
Tercera Especializada de la Familia Mujer Niñez y Adolescencia de Quito, el Consejo de la 
Judicatura y distintos Juzgados de la ciudad de Quito, en donde se entrevistó a los señores 
Jueces constitucionales y se aplicó la encuesta a los profesionales del derecho en libre ejercicio 
y a los dependientes de las diferentes instituciones judiciales .  
3.1.3 Investigación histórica 
La investigación histórica, según expresa (Rodríguez, 1998, 32)  
Trata de las costumbres pasadas, relata lo que era y personifica una exploración crítica 
de la veracidad que apoya los sucesos pasados. El investigador depende de fuentes primarias y 
secundarias las cuáles suministran la información y a las cuáles el mismo investigador deberá 




Este tipo de estudios aplicado a las investigaciones jurídicas, se refiere al seguimiento 
histórico de una institución jurídica, en el presente trabajo por medio de este tipo de 
investigación se dio seguimiento a la evolución de los Derechos Humanos. A fin de conocer la 
perspectiva actual de los derechos individuales y colectivos, para en base a ello comprender la 
problemática vigente sobre el ejercicio del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del 
derecho a la integridad personal, constante en el numeral 3 del art. 66, de la Constitución de la 
República del Ecuador.  
3.1.4 Investigación descriptiva 
Este es un estudio de tipo descriptivo, con un enfoque cualitativo ya que en él serán 
recolectados datos o componentes sobre diferentes aspectos que abarca “La Instauración del 
pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del derecho a la integridad personal, constante en el numeral 
3 del art. 66, de la Constitución de la República del Ecuador”; para en base a ello se realizar un 
análisis y medición de los mismos. 
“La investigación descriptiva busca especificar las propiedades, las características y  los 
perfiles de la personas,  grupos,  comunidades, procesos, objetos o cualquier otro fenómeno que se 
someta a un análisis” (Hernández, Fernández, & Baptista, 2003; 103) 
De esta manera los estudios descriptivos miden, evalúan  conceptos, variables 
componentes del fenómeno a investigar. 
3.2 Población o muestra 
La población es el conjunto total de elementos a estudiar; sin embargo debido a las 
características de la información a recabar, se determinó el grupo de personas que pueden 
proporcionar una información más efectiva; de tal forma se ha aplicado el tipo de muestreo 
intencional u opinativo que es una técnica, en la que el investigador selecciona de modo directo 
los elementos de la muestra que desea participen en su estudio. Se eligen los individuos que se 
estima, son representativos o típicos de la población. 
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En cuanto a este tipo de muestras opináticas  (Bisquerra, 2009; 148) ha expresado que:  
Buscamos deliberadamente los elementos de la muestra porque nos parece que pueden 
facilitarnos una información más válida. Si queremos datos sobre la población delincuente será 
interesante recurrir a los servicios policiales, a los centros penitenciarios o de rehabilitación 
social o a los propios reclusos, que no son naturalmente toda la población delincuente 
En este contexto la población a estudiar en la presente investigación son 60 Abogados 
de la ciudad de Quito, quienes debido al perfil de su formación académica y labor profesional 
conocen el tema del pluralismo jurídico. 
Por otra parte dado que la información a recabar pertenece a un área específica del 
estudio del Derecho Constitucional, como es  “La Instauración del pluralismo jurídico, frente a la 
prevalencia del derecho a la integridad personal, constante en el numeral 3 del art. 66, de la 
Constitución de la República del Ecuador” se entrevistó a tres señores Jueces Constitucionales de la 
República, quienes por su actividad laboral y académica han desarrollado estudios 
especializados en el tema. 
3.3 Métodos 
Para desarrollar el presente trabajo  y obtener los resultados hacia los  cuales se ha 
dirige la investigación, se aplicara los métodos de investigación más conocidos de la 
investigación científica que son: 
3.3.1 Métodos Generales 
Son aquellos que están destinados a descubrir la verdad  o confirmarla mediante  la 
utilización de conclusiones ciertas, firmes  y  confirmarles,  a continuación se citan aquellos que 
fueron utilizados en el presente trabajo de acuerdo a las necesidades de la  investigación.  
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3.3.1.1 Método Inductivo 
Es un proceso de análisis de aspectos, situaciones, ideas, hechos particulares para llegar 
al principio o ley generales que los determina; se toman los casos particulares para arribar a 
conclusiones generales. En este sentido (Yépez ,2004; 90)  señala que:   
“Tenemos que colegir que, para ello, ha existido un contacto directo del investigador 
con esos hechos particulares a través de la experiencia, la observación, la 
experimentación, la comprobación en base de lo cual, le será posible llevar 
determinados aspectos específicos del conocimiento a unificarlos en conceptos y 
categorías generales; en un proceso similar al que se realiza con los métodos analítico-
sintético; de la parte al todo, de los hechos a leyes en un proceso de generalización a la 
abstracción”. 
En este trabajo se utilizó cuando se determinó casos la problemática  y ellos sirvieron 
para presumir la teoría general en la que se basan. 
3.3.1.2 Método Deductivo 
“Es el proceso de análisis que parte de aspectos o principios generales conocidos, aceptados, 
los que por medio del razonamiento lógico se puede deducir suposiciones o explicar los hechos 
particulares” (Rodríguez, 1998; 60),  
Con la aplicación del razonamiento deductivo, en el estudio de definiciones, conceptos, 
teorías, doctrinas y la información proporcionada por las personas entrevistadas y encuestadas, 
se logró plantear las conclusiones como resultado del trabajo de investigación sobre el ejercicio 
del pluralismo  jurídico en el Ecuador frente a la prevalencia de derecho a la integridad 




3.3.2 Métodos Particulares 
“Son aquellos métodos propios de cada ciencia, para investigar un determinado 
fenómeno de la realidad” (Rodríguez, 1998; 45) los métodos aplicados a las ciencias 
jurídicas permiten conocer la verdad, la teoría sobre el derecho y su aplicación 
práctica en la sociedad”  
Los métodos propios de las ciencias jurídicas y aplicadas para la elaboración del 
presente trabajo de investigación son los siguientes:  
3.3.2.1 Método Analítico 
El Método analítico es aquel que consiste en la separación de un todo, 
descomponiéndolo en sus partes o elementos para observar la problemática, descripción critica 
de sus  causas y efectos. Según (Yépez ,2004; 92)  Aplicado a la ciencia jurídica este método se 
utiliza para: 
“Descomponer o desintegrar el hecho que se investiga, un problema, una entidad 
jurídica, una norma; en sus diferentes elementos, “partes” que hacen de todo, 
explicando sus implicaciones con ese todo, sin perder la visión que la hace parte del 
todo, pues cada parte tiene sus propias características y estructura, dentro de la 
estructura que hace parte del todo”. 
El análisis de los diferentes temas y subtemas que se abordaron en la investigación se 
realizó en función del objetivo general de la misma de igual forma su aplicación permitió la 
formulación de  las conclusiones y recomendaciones. 
 
 
3.3.2.2. Método Sintético  
El Método sintético según (Yépez 2004; 92)  
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“Reconstruye, reintegrar los elementos y las partes, que en el anterior se desintegraron 
para ser analizadas, en una dinámica semejante a la de un rompecabezas, con la 
particularidad de que el proceso de reconstrucción predomina la síntesis que conduce a  
la elaboración de un todo diferente al anterior nuevo, es decir, un proceso sintético 
superior, relacionándolo a la totalidad, al contenido del todo”.   
De tal manera la síntesis es un complemento del análisis que permite comprender el 
todo, la idea, el hecho, la entidad jurídica, la norma en sus diferentes elementos, y sus mutuas 
vinculaciones. De allí que como producto de todo lo abordado en la presente  investigación se 
logró obtener el conocimiento de que la aplicación de la justicia indígena y las prácticas de 
sanción que prevé desde su cosmovisión, están en contraposición con el alto deber del Estado de 
cumplir y proteger los derechos humanos de todos sus habitantes, esta situación ha limitado el 
ejercicio del pluralismo jurídico en el Ecuador, por lo que es necesario llegar a un consenso 
pluralista en el que los sectores implicados sedan en sus posiciones con la renunciación a 
algunos de los aspectos que platean; ya que la aplicación de la justicia indígena en sujeción a al 
respeto pleno de los derechos humanos representa una desnaturalización de su derecho propio; 
mientras que la permisión ilimitada de las prácticas de sanción propias de la justicia indígena 
implican la vulneración de los Derechos Humanos, de allí que es indispensable cimentar la 
construcción del sistema pluralista jurídico; con el establecimiento de reglas  mínimas de 
respeto a los derechos a la vida, la integridad y la libertad individual de todos los ecuatorianos, 
que deben ser de cumplimiento obligatorio por todos los pueblos,  nacionalidades o grupos que 
coinciden en el Estado.  
3.3.2.3. Método Histórico 
“Método Histórico Comparativo es una metodología científica que se utiliza en las 
ciencias naturales y sociales (…) Este método consiste en diferentes niveles de 
construcción teórica. El primer nivel se logra mediante la descripción del tema a 
estudiar; “en las ciencias jurídicas”, al resultado de la descripción se le llama “caso 
de estudio”. El segundo nivel está constituido por la formulación teórica, es decir, una 
descripción de las teorías ya existentes”. (García, 2010; 2) 
La aplicación de este método, en el presente trabajo, permitió la descripción del tema de 
investigación y el análisis crítico de los diferentes aspectos teórico--jurídicos y su aplicación en 
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la realidad social ecuatoriana para en base a ello conocer e identificar las falencias, vacíos, 
ambigüedades, contradicciones o circunstancias de hecho o de derecho que obstaculizan la 
instauración del pluralismo jurídico frente a la prevalencia del derecho a la integridad personal  
en el Ecuador.  
3.3.2.4. Método Exegético 
Es un método de interpretación jurídica que consiste en la interpretación y explicación 
literal de la norma, “este método busca la voluntad real del legislador”. (Núñez  1999; 75).  En este 
trabajo fue de fundamental importancia el entender la ley pertinente y la positivación de las 
leyes estudiadas, como son la Constitución de la República, Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional a fin de plantear una iniciativa de reforma de esta 
última, al apartado de la Acción extraordinaria de protección contra decisiones de la justicia 
indígena en el sentido de incluir una regla más en su artículo 66 que los Principios, 
procedimiento y reglas que la Corte Constitucional deberá respetar. 
3.3.2.5. Método Empírico 
Método se funda únicamente en la experiencia, según (Yépez. 2004; 92) “El empirismo 
lógico es una doctrina reciente llamada también doctrina de la Escuela de Viena que pretende reducir el 
conocimiento a la constitución de enunciados de hecho y a la combinación de estos últimos.” 
La aplicación de este método en el trabajo investigativo permite el estudio de  las 
sanciones que aplican en la justicia indígena, sus motivos, realización y fines, con el objeto de 
suministrar una información válida que permita comprender éste problema social de 
convivencia y coexistencia de diferentes culturas en la sociedad ecuatoriana.   
3.3.2.6. Método Comparativo 
Por este método se pretende establecer semejanzas, diferencias y comparaciones 
jurídicas entre las diferentes fuentes de información. A través de la comparación según 
(Barbosa; 3) “obtenemos un método de control de nuestras generalizaciones o de leyes tipo” señala 
además que Sartori, Nohlen, Lijphart y Grosser coinciden  
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En que la utilización del método comparativo nos permite comprender cosas 
desconocidas a partir de las conocidas, explicarlas e interpretarlas, señalar conocimientos 
nuevos o resaltar lo peculiar de los ya conocidos, así como sistematizar la información 
enfatizando las diferencias. 
La aplicación del método comparativo al caso de estudio es pertinente por lo que se 
refiere a la normativa constitucional existente en cuanto al pluralismo jurídico en los países 
andinos. A fin de ampliar las posibilidades de soluciones jurídicas a la problemática,  a través 
del conocimiento de otras legislaciones, siempre en acuerdo a la realidad social del Ecuador y el 
respeto de los postulados del Estado Social de Derechos y Justicia.   
3.4 Técnicas 
En cuanto a las técnicas de investigación, se presentan de dos tipos: 
 Técnicas de gabinete  
 Técnicas de campo 
3.4.1 Técnicas de gabinete 
Se la designa así porque la información que se recoge de las fuentes como libros, 
folletos, periódicos, revistas, películas, videos, bibliografías, antologías, estadísticas, casetes, 
discos, etc. Consultadas y encontradas en bibliotecas, centros de estudios de investigación, 
realizando las correspondientes fichas bibliográficas y nemotécnicas. 
En el presente trabajo se recabara información a través de la investigación documental 
bibliográfica, al acudir a bibliotecas para revisar libros, enciclopedias y manuales  que 
contengan información relativa al pluralismo jurídico, los derechos colectivos de los pueblos y 




Mientras que para la recolección de la información más relevante y pertinente a la 
investigación,  se utilizara el fichaje. 
3.4.1.1. Fichaje 
“El fichaje es una técnica auxiliar de todas las demás técnicas empleada en 
investigación científica; consiste en registrar datos importantes de libros, revistas, etc.  
Es una técnica muy valiosa, sencilla, ágil, económica y eficiente. Que permite 
recolectar información importante para la investigación”. (Rodríguez, 1998; 83) 
Toda la información relevante que se desprenda de la presente investigación será 
sistematizada de acuerdo a la técnica del fichaje a fin de simplificar el trabajo intelectual y 
optimizar los recursos con los que se cuenta para la elaboración de la tesis.  
3.4.1.1.1. Ficha bibliográfica 
En las fichas bibliográficas se anotan los datos más importantes de la fuente de 
información. Posteriormente, todos esto datos bibliográficos de los trabajos citados en el texto 
de la tesis como aporte científico doctrinario que fundamentan las opiniones vertidas por el 
autor en la presente, se encuentran en el apartado de la bibliografía y bibliografía virtual.   
3.4.1.1.2. Fichas nemotécnicas 
“También se las denomina ayuda de memorización, se puede describir toda clase de 
contenido, mismas que permitirán las transcripciones, resúmenes, críticas, 
comentarios, conceptos, observaciones y consideraciones personales de la 
investigación”. (Rodríguez, 1998; 85). 
Toda la información contenida en libros, folletos, códigos, artículos, pertinentes al tema 
que contribuyeron a la elaboración del conocimiento requerido para el sustento de trabajo de 
tesis de grado, en la  etapa de  recolección de la información fue recopilado en estos 
instrumentos, luego en la etapa de redacción fueron incorporados al texto a fin de fundamentar 
las exposiciones del autor . 
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3.4.2 Técnicas de campo: 
La técnica de campo permite la observación en contacto directo con el objeto de 
estudio, y la recolección de testimonios que permitieron  confrontar la teoría con la práctica en 
la búsqueda de la verdad objetiva 
3.4.2.1. Entrevistas 
A través de las entrevistas se logró con los expertos entablar un diálogo para conocer su 
opinión sobre los mecanismos que permitan el ejercicio del pluralismo jurídico en el país. 
3.4.2.2. Encuestas 
La encuesta es un procedimiento que permite explorar cuestiones que hacen a la 
subjetividad y al mismo tiempo obtener esa información de un número considerable de 
personas, así por ejemplo: Permite explorar la opinión pública y los valores vigentes de una 
sociedad, temas de significación científica y de importancia para la sociedad (Rodríguez, 1998; 
78) 
El problema planteado demanda despejar conocer la opinión pública sobre la 
instauración del pluralismo jurídico frente a la prevalencia del derecho a la integridad personal, 
constante en el numeral 3 del art. 66, de la Constitución de la República del Ecuador. Por lo 
tanto se exploró la opinión de 60 abogados de la ciudad de Quito, a través de la encuesta, que 
consta de un banco de cinco preguntas. 
3.5 Instrumentos 
Para la recolección de la información de campo desde las fuentes primarias, se aplicó 
las técnicas de campo la entrevista y encuesta con la aplicación de los instrumentos: Guion de 





3.5.1. Formulario de cuestionario 
UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
FACULTAD DE JURISPRUDENCIA CIENCIAS POLITICAS Y 
SOCIALES, ESCUELA DE DERECHO 
GUÍA DE ENCUESTA DIRIGIDA A ABOGADOS DE LA CIUDAD DE 
QUITO 
TEMA DE LA TESIS:  
 El ejercicio del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del derecho a la integridad 
personal, constante en el numeral 3 del art. 66, de la Constitución de la República del Ecuador. 
INSTRUCCIONES: 
Señores y señoras, su opinión sobre el ejercicio del pluralismo jurídico en el Ecuador, 
frente a la prevalencia del derecho a la integridad personal, constante en el art. 66 numeral 3 de 
la Constitución de la República, es muy importante para el desarrollo de mi tesis de grado. A 
continuación se presenta  una serie de aspectos relevantes en este sentido, para que valoren con 
la mayor  objetividad posible el tema planteado. 
1. Si desea guardar el anonimato, no registre nombre, dirección ni teléfono. 
2. Los datos serán utilizados exclusivamente para el trabajo académico de   grado. 
3. Lea detenidamente cada aspecto, antes de escribir la respuesta.  
4. No deje ninguna pregunta sin responder. 




I  DATOS GENERALES: 
Nombre: 




1. ¿Considera que en el Ecuador existe un ejercicio pleno de pluralismo jurídico?  
                                                                SI_____  NO_____ 
2. Tomando en cuenta que los Instrumentos internacionales de Derechos Humanos y la 
Constitución de la República, establecen de forma expresa el respeto a los derechos 
humanos como limite al ejercicio del derecho propio. Considera usted que ¿Las 
autoridades indígenas en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, pueden imponer 
sanciones que impliquen castigos físicos (ortigamiento, baños de agua fría, chicotazos, 
frotamiento de ají en los ojos) a los infractores? 
                                     SI_____  NO_____ 
3. Si, las comunidades y pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho propio, continúan 
aplicando sanciones que implican castigos físicos, a los miembros infractores, esta 
situación a la luz de la comunidad internacional.  ¿Puede significarle al Estado 
ecuatoriano, una sanción por parte de los órganos de control por el incumplimiento de 
su responsabilidad adquirida de hacer cumplir y defender los  Derechos humanos? 
                                                                  SI_____  NO_____ 
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4. Las personas que conforman  los pueblos indígenas son a la vez, ciudadanos del Estado 
en el que habitan e indígenas de los diferentes pueblos o culturas, de tal forma son 
sujetos titulares de derechos individuales y colectivos. En este sentido, ¿Considera usted 
que el Estado debe adoptar mecanismos necesarios para proteger la integridad personal 
de todos sus habitantes?                                     
                                                                  SI_____  NO_____ 
5. La justicia ordinaria tiene límites en función a los derechos fundamentales y a las 
garantías constitucionales; Considera usted que ¿La justicia comunitaria, puede 
cuestionar el omitir o respetar los derechos fundamentales y las garantías 
constitucionales como el derecho a la integridad personal de sus miembros? 
                SI_____  NO_____ 
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UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
FACULTAD DE JURISPRUDENCIA CIENCIAS POLITICAS Y 
SOCIALES, ESCUELA DE DERECHO 
GUÍA DE ENTREVISTA DIRIGIDA A LOS JUECES  
CONSTITUCIONALES  DEL ECUADOR. 
TEMA DE LA TESIS: El ejercicio del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del 
derecho a la integridad personal, constante en el numeral 3 del art. 66, de la Constitución de la 
República del Ecuador. 
INSTRUCCIONES 
Señores y señoras, su opinión sobre el ejercicio del pluralismo jurídico en el Ecuador, 
frente a la prevalencia del derecho a la integridad personal, constante en el art. 66 numeral 3 de 
la Constitución de la República, es muy importante para el desarrollo de mi tesis de grado. A 
continuación se presenta  una serie de aspectos relevantes en este sentido, para que valoren con 
la mayor  objetividad posible el tema planteado. 
 INSTRUCCIONES: 
1. Si desea guardar el anonimato, no registre nombre, dirección ni teléfono. 
2. Los datos serán utilizados exclusivamente para el trabajo académico de    
graduación. 
3. Lea detenidamente cada aspecto, antes de escribir la respuesta.  
4. No deje ninguna pregunta sin responder. 




I.  DATOS GENERALES: 
NOMBRE:_______________________________________________________ 
NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN EN LA QUE LABORA: ________________ 
CARGO QUE DESEMPEÑA: _______________________________________ 
II CUESTIONARIO: 
1. En la actualidad se plantea la presencia de un “pluralismo subordinado”, ¿cuáles son 




2. Los Instrumentos internacionales de derechos humanos y la Constitución de la 
República, establecen de forma expresa el respeto a los derechos humanos como limite al 
ejercicio del derecho propio. Entonces ¿Cree usted que las autoridades indígenas en el ejercicio 
de sus funciones jurisdiccionales, pueden imponer sanciones que impliquen castigos físicos 





3. Si, las comunidades y pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho propio, continúan 
aplicando sanciones que implican castigos físicos, a los miembros infractores, esta situación a la 
luz de la comunidad internacional.  ¿Qué sanciones pueden significarle al Estado ecuatoriano, 
por parte de los órganos de control debido al incumplimiento de su responsabilidad adquirida de 






4. Las personas que conforman  los pueblos indígenas son a la vez, ciudadanos del 
Estado en el que habitan e indígenas de los diferentes pueblos o culturas, de tal forma son 
sujetos titulares de derechos individuales y colectivos. En este sentido, a su criterio, ¿Cuáles son 
los límites entre el derecho propio y el ordenamiento jurídico general que permitan lograr un 
punto de convergencia armónica, resguardando en ambos, los derechos colectivos de las 




5.  Las normas y reglas del Derecho propio son entendibles, conocidas y aceptadas por 
todos sus miembros. Ya que corresponden a la expresión de sus costumbres y cosmovisión, en 
este sentido; ¿Por qué, existe una migración de casos ya resueltos por la justicia indígena hacia 






3.6 Recolección de información 
Para la recolección de la información, desde sus fuentes primarias, se optó por la 
investigación de campo y sus técnicas la entrevista y encuesta con la aplicación de sus 
respectivos instrumentos: el Guion de entrevista y el cuestionario de preguntas. 
Preguntas  
Las preguntas elaboradas para el cuestionario, dirigido a los Abogados fue de forma 
cerrada y con respuestas simples con dos opciones de Si o No.  
 Mientras que las preguntas realizadas en la entrevista fueron de forma abierta para 
conocer la opinión y extraer los conocimientos de los expertos interrogados, en torno al tema de 
investigación.  
 Objetivo  
Estudiar el ejercicio del pluralismo jurídico en el Ecuador, frente a la prevalencia del 
derecho a la integridad personal de la justicia indígena y los derechos y garantías 
constitucionales, reconocidas a las personas en la Constitución de la República personal, 
constante en el art. 66 numeral 3 de la Constitución de la República.  
 
3.7 Procesamiento y análisis de información   
El análisis e interpretación de los resultados obtenidos de las preguntas realizadas a la 
muestra seleccionada de abogados de la ciudad de Quito a través de la Encuesta y las preguntas 
realizadas a tres señores y señoras Jueces Constitucionales del Ecuador por medio de la 






Cuadro de Resultados  
En el cuadro de resultados se muestra en forma numérica la información recopilada de 
las Encuestas, para lograr una presentación práctica y asimilable de los resultados obtenidos. 
 Representación Gráfica  
Con los datos de las Encuestas, contenidos en el cuadro de resultados se elaboró 
representaciones gráficas.  
El análisis 
Con el objetivo de analizar los conflictos y tensiones que se han originado entre el 
ejercicio de la justicia indígena y los derechos y garantías constitucionales reconocidas a las 
personas en la Constitución de la República. El análisis de los resultados obtenidos en las 
Encuesta se realizó en función de la información constante en el marco teórico del presente 
trabajo. 
Interpretación  
A través de la interpretación de los resultados se procuró presentar de forma clara la 
información obtenida por medio de la investigación.  
La Entrevista  
Objetivo 
Identificar los mecanismos que permitan armonizar la coexistencia del sistema jurídico 
ordinario e indígena. 
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Cuadro de Resultados  
En el cuadro de resultados se presenta la información recolectada de la siguiente forma:  
Decodificación: para una mejor sistematización y organización de la información, se 
asigna un código de número a cada pregunta. 
Exposición: de la respuesta emitida por cada uno de los expertos entrevistados. 
Análisis: de las respuestas en función de los conceptos, definiciones y teorías constantes 
en el capítulo del marco teórico del presente informe de investigación.  
Interpretación 
Por medio de la interpretación de los resultados obtenidos en la entrevista  se pretendió 




 ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS  
4.1 Formulario Nº 1 
UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
FACULTAD DE JURISPRUDENCIA CIENCIAS POLITICAS Y 
SOCIALES, ESCUELA DE DERECHO 
GUÍA DE ENCUESTA DIRIGIDA A ABOGADOS DE LA CIUDAD DE 
QUITO 
TEMA DE LA TESIS:  
 El ejercicio del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia del derecho a la integridad 
personal, constante en el numeral 3 del art. 66, de la Constitución de la República del Ecuador. 
INSTRUCCIONES: 
Señores y señoras, su opinión sobre el ejercicio del pluralismo jurídico en el Ecuador, 
frente a la prevalencia del derecho a la integridad personal, constante en el art. 66 numeral 3 de 
la Constitución de la República, es muy importante para el desarrollo de mi tesis de grado. A 
continuación se presenta  una serie de aspectos relevantes en este sentido, para que valoren con 
la mayor  objetividad posible el tema planteado. 
5. Si desea guardar el anonimato, no registre nombre, dirección ni teléfono. 
6. Los datos serán utilizados exclusivamente para el trabajo académico de   grado. 
7. Lea detenidamente cada aspecto, antes de escribir la respuesta.  
8. No deje ninguna pregunta sin responder. 
GRACIAS POR SU COLABORACIÓN 
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I  DATOS GENERALES: 
Nombre: 
Profesión /oficio Cargo o función: Fecha 
Institución: 
II CUESTIONARIO: 
6. ¿Considera que en el Ecuador existe un ejercicio pleno de pluralismo jurídico?  
                                                                SI_____  NO_____ 
7. Tomando en cuenta que los Instrumentos internacionales de Derechos Humanos y la 
Constitución de la República, establecen de forma expresa el respeto a los derechos 
humanos como limite al ejercicio del derecho propio. Considera usted que ¿Las 
autoridades indígenas en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, pueden imponer 
sanciones que impliquen castigos físicos (ortigamiento, baños de agua fría, chicotazos, 
frotamiento de ají en los ojos) a los infractores? 
                                     SI_____  NO_____ 
8. Si, las comunidades y pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho propio, continúan 
aplicando sanciones que implican castigos físicos, a los miembros infractores, esta 
situación a la luz de la comunidad internacional.  ¿Puede significarle al Estado 
ecuatoriano, una sanción por parte de los órganos de control por el incumplimiento de 
su responsabilidad adquirida de hacer cumplir y defender los  Derechos humanos? 
 
                                                                  SI_____  NO_____ 
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9. Las personas que conforman  los pueblos indígenas son a la vez, ciudadanos del Estado 
en el que habitan e indígenas de los diferentes pueblos o culturas, de tal forma son 
sujetos titulares de derechos individuales y colectivos. En este sentido, ¿Considera usted 
que el Estado debe adoptar mecanismos necesarios para proteger la integridad personal 
de todos sus habitantes? 
                                     
                                                                  SI_____  NO_____ 
10. La justicia ordinaria tiene límites en función a los derechos fundamentales y a las 
garantías constitucionales; Considera usted que ¿La justicia comunitaria, puede 
cuestionar el omitir o respetar los derechos fundamentales y las garantías 
constitucionales como el derecho a la integridad personal de sus miembros? 




4.1.1 Análisis e interpretación de resultados  
 
4.1.1.1 Pregunta No. 1  
 
¿Considera que en el Ecuador existe un ejercicio pleno de pluralismo jurídico?  
 
Cuadro No. 1 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 24 40% 
NO 36 60% 
TOTAL 60 100% 
Elaborado por: Duque Giovanny  





Elaborado por: Duque Giovanny  













Según se establece en el Art. 66, de la  Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional “Las autoridades de las nacionalidades, pueblos y comunidades indígenas, 
gozaran de un máximo de autonomía y un mínimo de restricciones en el ejercicio de sus funciones 
jurisdiccionales, dentro de su ámbito territorial, de conformidad con su derecho indígena propio”. En 
este sentido, los profesionales del derecho de la ciudad de Quito,  ante el planteamiento de  la 
interrogante No. 1. El 60% de los encuestados respondió que NO; mientras que el otro 40%  
contestó NO.  
 
 Interpretación  
 
De tal forma del total de Profesionales del Derecho de la ciudad de Quito, encuestados  
el 60% considero que en el Ecuador NO, existe un ejercicio pleno de pluralismo jurídico. En 
tanto que el 40%, de encuestados considera que en el país SI, existe un ejercicio pleno de 














4.1.1.2 Pregunta No. 2  
 
Considera usted que ¿Las autoridades indígenas en el ejercicio de sus funciones 
jurisdiccionales, pueden imponer sanciones que impliquen castigos físicos (ortigamiento, baños 
de agua fría, chicotazos, frotamiento de ají en los ojos) a los infractores? 
 
Cuadro No. 2 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 24 40% 
NO 36 60% 
TOTAL 60 100% 
Elaborado por: Duque Giovanny  





Elaborado por: Duque Giovanny  













Desde la visión occidental, la sanción del derecho indígena que lesiona los derechos 
humanos es la aplicación de los latigazos, considerados como trato cruel y atentatorio de la 
integridad humana, no obstante de ello  esta sanción es muy común en los pueblos indígenas y 
según (Borja, 2006; 608) “no es sólo castigo sino también está orientada a mejorar a las 
personas que han delinquido”, sin desconocer que en algunos casos se producen excesos 
cuestionados por la sociedad y la misma comunidad. En base a ello a los profesionales del 
derecho encuestados se les planteo la interrogante No. 2,  a la el 60% respondió SI, y el 40% 




De las personas encuestadas el 60%, considera que las autoridades indígenas en el 
ejercicio de sus funciones jurisdiccionales NO, pueden imponer sanciones que impliquen 
castigos físicos (ortigamiento, baños de agua fría, chicotazos, frotamiento de ají en los ojos) a 















4.1.1.3 Pregunta No. 3  
 
¿Puede significarle al Estado ecuatoriano, una sanción por parte de los órganos de 
control por el incumplimiento de su responsabilidad adquirida de hacer cumplir y defender los  
Derechos humanos? 
 
Cuadro No. 3 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 48 80% 
NO 12 20% 
TOTAL 60 100% 
Elaborado por: Duque Giovanny  







Elaborado por: Duque Giovanny  












Los instrumentos internacionales sobre derechos humanos, para asegurar su 
cumplimiento “establecen compromisos vinculantes hacia la protección de estos derechos por parte de 
los Estados que los suscriben”. (Huilca, 2010; 52), Es decir los Estados con la adhesión a los 
convenios de Derechos Humanos se obligan a hacerlos cumplir en sus respectivas naciones. En 
razón de ello, se planteó a los abogados en libre ejercicio de la ciudad de quito la interrogante, 
La aplicación de sanciones en la justicia indígena que implican castigos de tipo físico;  puede 
significarle al Estado ecuatoriano, una sanción por parte de los órganos de control por el 
incumplimiento de su responsabilidad adquirida de hacer cumplir y defender los  Derechos 




De las personas encuestadas el 80% manifestó que el Ecuador SI, una sanción por parte 
de los órganos de control por el incumplimiento de su responsabilidad adquirida de hacer 
cumplir y defender los  Derechos humanos, al permitir que se infrinjan castigos de tipo físico a 
los infractores dentro de la justicia indígena; por el contrario el 20%, de los entrevistados 
consideran que El Estado ecuatoriano NO, puede ser sancionado por la comunidad 
Internacional, al permitir esta tipo de manifestaciones culturales propias de los pueblos y 











4.1.1.4 Pregunta No. 4 ¿Considera usted que el Estado debe adoptar mecanismos 
necesarios para proteger la integridad personal de todos sus habitantes? 
 
Cuadro No. 4 
 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 52 87% 
NO 8 13% 
TOTAL 60 100% 
Elaborado por: Duque Giovanny  





Elaborado por: Duque Giovanny  













El Derecho a la integridad física de las personas está consagrado en el numeral 3 del 
artículo 66 de la Constitución de la República, en base a ello queda prohibido cualquier tipo de 
agresión física, sexual o psicológica en contra de la personas; a este postulado se suma la 
Declaración de Naciones las Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas del 13 de 
septiembre del 2007, en cuyo art. 7 numeral 1, establece: “Las personas indígenas tienen derecho a 
la vida, la integridad física y mental, la libertad y la seguridad de la persona”. Por lo tanto se preguntó 
a los encuestados ¿Considera usted que el Estado debe adoptar mecanismos necesarios para 
proteger la integridad personal de todos sus habitantes? Frente a ello, el 87% respondió que SI, 





En este sentido el 87%, de las personas encuestadas considera que el Estado ecuatoriano 
SI, debe adoptar mecanismos necesarios para proteger la integridad personal de todos sus 














4.1.1.5 Pregunta No. 5   
 
Considera usted que ¿La justicia comunitaria, puede cuestionar el omitir o respetar los 
derechos fundamentales y las garantías constitucionales como el derecho a la integridad 
personal de sus miembros? 
 
Cuadro No. 5 
 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 36 60% 
NO 24 40% 
TOTAL 60 100% 
Elaborado por: Duque Giovanny  





Elaborado por: Duque Giovanny  














Los Derechos humanos son irrenunciables, incluso por sus propios titulares, se le 
adscriben a la persona humana al margen de su consentimiento o incluso en su contra. Los 
bienes sobre los que recae la protección de los Derechos Humanos son atribuidos a la persona 
humana de una forma ineludible, también se caracterizan por ser inviolables,  nadie puede 
atentar, lesionar o destruir los derechos humanos, las personas y los gobiernos  y las leyes, 
deben regirse por el respeto a los derechos humanos. En base a ello se preguntó a los abogados 
entrevistados, ¿La justicia comunitaria, puede cuestionar el omitir o respetar los derechos 
fundamentales y las garantías constitucionales como el derecho a la integridad personal de sus 





El 60% de los encuestados manifestó que la justicia comunitaria NO, puede cuestionar 
el omitir o respetar los derechos fundamentales y las garantías constitucionales como el derecho 
a la integridad personal de sus miembros; Mientras que el 40%, de interrogados respondió que 




4.2 Formulario Nº 2  
 
UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
FACULTAD DE JURISPRUDENCIA CIENCIAS POLITICAS Y 
SOCIALES 
 ESCUELA DE DERECHO 
GUÍA DE ENTREVISTA DIRIGIDA A LOS JUECES CONSTITUCIONALES  
DEL ECUADOR. 
TEMA DE LA TESIS: El ejercicio del pluralismo jurídico, frente a la prevalencia 
del derecho a la integridad personal, constante en el numeral 3 del art. 66, de la Constitución de 
la República del Ecuador. 
 
INSTRUCCIONES 
Señores y señoras, su opinión sobre el ejercicio del pluralismo jurídico en el Ecuador, 
frente a la prevalencia del derecho a la integridad personal, constante en el art. 66 numeral 3 de 
la Constitución de la República, es muy importante para el desarrollo de mi tesis de grado. A 
continuación se presenta  una serie de aspectos relevantes en este sentido, para que valoren con 
la mayor  objetividad posible el tema planteado. 
 
 INSTRUCCIONES: 
1. Si desea guardar el anonimato, no registre nombre, dirección ni teléfono. 
2. Los datos serán utilizados exclusivamente para el trabajo académico de    
graduación. 
3. Lea detenidamente cada aspecto, antes de escribir la respuesta.  
4. No deje ninguna pregunta sin responder. 
 




I.  DATOS GENERALES: 
 
NOMBRE:____________________________________________________________ 
NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN EN LA QUE LABORA: 
 _________________________________ 




1. En la actualidad se plantea la presencia de un “pluralismo subordinado”, ¿cuáles son 







2. Los Instrumentos internacionales de derechos humanos y la Constitución de la 
República, establecen de forma expresa el respeto a los derechos humanos como limite al 
ejercicio del derecho propio. Entonces¿Cree usted que las autoridades indígenas en el ejercicio 
de sus funciones jurisdiccionales, pueden imponer saciones que impliquen castigos fisicos 










3. Si, las comunidades y pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho propio, continúan 
aplicando sanciones que implican castigos físicos, a los miembros infractores, esta situación a la 
luz de la comunidad internacional.  ¿Qué sanciones pueden significarle al Estado ecuatoriano, 
por parte de los órganos de control debido al incumplimiento de su responsabilidad adquirida de 







4. Las personas que conforman  los pueblos indígenas son a la vez, ciudadanos del 
Estado en el que habitan e indígenas de los diferentes pueblos o culturas, de tal forma son 
sujetos titulares de derechos individuales y colectivos. En este sentido, a su criterio, ¿Cuáles son 
los límites entre el derecho propio y el ordenamiento jurídico general que permitan lograr un 
punto de convergencia armónica, resguardando en ambos, los derechos colectivos de las 







5.  Las normas y reglas del Derecho propio son entendibles, conocidas y aceptadas por 
todos sus miembros. Ya que corresponden a la expresión de sus costumbres y cosmovisión, en 
este sentido; ¿Por qué, existe una migración de casos ya resueltos por la justicia indígena hacia 









4.2.1 Análisis e interpretación de resultados  
 
 
 La información a que se recabo pertenece a un área específica del estudio de las 
Ciencias Jurídicas, sobre el pluralismo juridico, de tal manera; fue indispensable entrevistar a 




A continuación.se presenta el análisis de resultados de las entrevistas realizadas a lsoa 
Jueces Contirucionales del Distrito Metropolitano de Quito. 
 
 
 Dr. Carlos Aurelio Estrada, a quien para el análisis se denominará entrevistado 
A. 
 
 Dr. Luis Eduardo Taipe Guanoluisa, a quien para el análisis se denominará 
entrevistado B. 
 
 Dra. Melina Cevallos, a quien para el análisis se denominará entrevistado C. 
 
4.2.1 1 Pregunta No. 1  
En la actualidad se plantea la presencia de un “pluralismo subordinado”, ¿cuáles son los 
problemas que existen en la práctica?  
CuadroNo. 6 
CODIFICACION RESPUESTAS ANALISIS 
Ejercicio del pluralismo 
jurídico 
Señoras y señores Jueces: 
Entrevistado A: 
La vía, va en doble vía, en el 
sentido de que existen 
aparentemente dos justicias, 
 (Wolkomer, 2003; 253) cita 
a:  
“Boaventura de Sousa Santos, 
WillKymlicka, Anthony D. Smith, 
Julio César Trujillo, entre otros, 
cuestionan la monopolización de 
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que subsisten en un ambiente; 
pero desde mi punto de vista 
la justicia ordinaria y la 
justicia indígena, son como 
los ojos, tienen sus principios 
y reglas pero no se pueden 
ver.  
Entrevistado B: 
“No habría independencia de la 
facultad jurisdiccional, que 
tienen las comunidades y pueblos 
indígenas “. 
Entrevistado C: 
“Existe contradicción en la 
constitución ya que por un lado 
es garantista de los derechos 
humanos; pero al mismos tiempo 
acepta los derechos indígenas.” 
 
. 
la producción jurídica por parte 
del Estado y creen en la 
existencia de una multiplicidad 
de prácticas de resolución de 
conflictos en un mismo espacio 
sociopolítico u ordenamientos 
legales y jurídicos paralelos al 
estatal que no derivan 
directamente de éste.” 
Elaborado por: Duque Giovanny  
Fuente: Guía de entrevista dirigida a los jueces constitucionales del Ecuador. 
 
Interpretación  
Frente a la interrogante: en la actualidad se plantea la presencia de un “pluralismo 
subordinado”, ¿cuáles son los problemas que existen en la práctica? Las tres personas 
entrevistadas primero: coincidieron en aceptar que existe una práctica de pluralismo 
subordinado e identificaron los problemas que se enuncian a continuación: 
 Falta de convergencia o coordinación entre ambos ordenamientos.  
 Falta de independencia de la facultad jurisdiccional Indígena. 
 Contradicción en la Constitución ecuatoriana, en cuanto al reconocimiento de 






4.2.1 2 Pregunta No. 2  
 
¿Cree usted que las autoridades indígenas en el ejercicio de sus funciones 
jurisdiccionales, pueden imponer sanciones que impliquen castigos físicos (ortigamiento, baños 
de agua fría, chicotazos, frotamiento de ají en los ojos) a los infractores? ¿Por qué? 
 
Cuadro No. 7 
CODIFICACION RESPUESTAS ANALISIS 
 
Límite al Derecho Propio  
Señoras y señores 
Jueces: 
Entrevistado A: 
La cosmovisión, de cada una de 
las 14 nacionalidades indígenas, 
428 etnias, que viven en nuestro 
país, tienen sus costumbres, su 
derecho consuetudinario, tienen 
sus propias formas de castigo”.   
Entrevistado B: 
“Eso es parte de su cosmovisión, 
como pueblo indígena, para ellos 
no es un castigo físico; sino una 
sanción espiritual”. 
Entrevistado C: 
“No, respetando mucho la 
cosmovisión indígena, es 
denigrante para la persona, pero 
además; La Constitución de la 
República, incluso el nuevo 
Código Integral Penal, y la 
jurisprudencia internacional 
presentan una tendencia a la 
sustitución de penas por trabajos 
comunales”.  
. 
El Convenio 169 de la OIT, en su 
art. 8 numeral 2 establece como 
límite del derecho 
consuetudinario la no violación 
de derechos fundamentales ni 
humanos. Y en materia penal, 
que métodos de control sean 
compatibles con: el sistema 
jurídico nacional, y con los 
derechos humanos 
internacionalmente reconocidos.  
 
Elaborado por: Duque Giovanny  
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Los jueces constitucionales entrevistados A y B sostienen que:  
 
 Las sanciones propias de la justicia indígena se derivan de su cosmovisión y 
para ellos estas no constituyen actos de trato cruel, inhumano o degradante, sino 
que más bien son de tipo espiritual y tienen un efecto reparador.  
 
 
Mientras que el entrevistado C, en total oposición afirma que: 
 
 Se trata de una denigración a la dignidad humana y que además de acuerdo al 
marco jurídico nacional e internacional pertinente, existe la tendencia hacia el 


















4.2.1 3 Pregunta No. 3  
 
 ¿Qué sanciones pueden significarle al Estado ecuatoriano, por parte de los órganos de 
control debido al incumplimiento de su responsabilidad adquirida de hacer cumplir y defender 
los  Derechos humanos? 
 
Cuadro No. 8 
CODIFICACION RESPUESTAS ANALISIS 
Carácter vinculante de los 
Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos. 
Señoras y señores 
Jueces: 
Entrevistado A:  
“No hay ningún inconveniente en 
ese tema; (…) reitero, la 
cosmovisión es distinta y distante 
en relación a nuestra 
cosmovisión, por tanto los 
supuestos castigos, no son otra 
cosa que referentes de atención, 
ya que los juzgamientos se los 
hace en lugares como plazas con 
votos abiertos en donde todos los 
miembros de dichas 
comunidades. 
En el Derecho Internacional 
Público, se establece delitos y 
sanciones a personas en forma 
individual y no colectiva, uno de 
los pilares fundamentales del 
Derecho Internacional Público, 
es el respeto a la soberanía y 
autonomía de los pueblos”.   
Entrevistado B: 
Tal vez medidas cautelares, 
calificar que el Estado 
Los instrumentos 
internacionales sobre 
derechos humanos, para 
asegurar su cumplimiento 
“establecen compromisos 
vinculantes hacia la protección 
de estos derechos por parte de 
los Estados que los suscriben”. 
(Huilca, 2010; 52), Es decir 
los Estados con la adhesión a 
los convenios de Derechos 
Humanos se obligan a 





incumple y permite que se 
violen los Derechos 
Humanos.  
Entrevistado C: 
El Ecuador es parte de la 
comunidad internacional, es 
parte de los convenios 
internacionales de Derechos 
Humanos, parte de Organismos 
internacionales cono Naciones 
Unidas y la OEA, y en algún 
momento puede ser sujeto de un 
juicio internacional, como 
copartícipe de la violación de los 
Derechos Humanos, al no 






Elaborado por: Duque Giovanny  
Fuente: Guía de entrevista dirigida a los jueces constitucionales del Ecuador. 
 
Interpretación 
Frente a este planteamiento el entrevistado A, difiere de sus pares y se inclina por 
considerar que las sanciones adoptadas en la justicia indígena al ser propias de su cosmovisión; 
por lo tanto, están excluidos de la esfera del control de cumplimiento de los Derechos Humanos.  
 
Mientras que los entrevistados B y C, consideran que el Estado ecuatoriano, al no 
impedir la aplicación de sanciones que atentan contra la integridad personal practicadas en la 
justicia indígena.  En efecto los órganos de control al considerar esta situación como 
incumplimiento de su responsabilidad adquirida de hacer cumplir y defender los Derechos 




4.2.1 4 Pregunta No. 4  
 
¿Cuáles son los límites entre el derecho propio y el ordenamiento jurídico general que 
permitan lograr un punto de convergencia, resguardando en ambos casos, los derechos 
colectivos de las comunidades y los derechos fundamentales de las personas? 
 
Cuadro No. 9 
CODIFICACION RESPUESTAS ANALISIS 
Mecanismos que viabilicen el 
ejercicio pleno del pluralismo 
jurídico.   
Señoras y señores Jueces: 
Entrevistado A:  
El Art. 1 de la constitución de la 
República del Ecuador, 
establece que el Ecuador es un 
Estado constitucional, de 
derechos y justicia, 
plurinacional; es decir que en 
nuestro país hay varias etnias y 
nacionalidades indígenas, estas 
amalgamas étnicas tornan a 
nuestro país un Estado diverso 
donde la Constitución del 2008, 
reconoce a la justicia indígena 
con autonomía”.   
Entrevistado B: 
“El limite serían los derechos 
Humanos y no hay otro límite”.  
Entrevistado C: 
“Con respecto a eso la 
Constitución es muy clara en el 
Art. 10.- Las personas, 
comunidades, pueblos, 
nacionalidades y colectivos son 
titulares y gozarán de 
los derechos garantizados en la 
Constitución y en los 
El Convenio de la 
Organización Mundial del 
Trabajo No.169 sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales de 1989 
Indígenas y Tribales en Países 
Independientes, y la 
Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de 
los pueblos indígenas del año 
2007, que  constituyen el 
resultado de la lucha de 
millones de indígenas de todo 
el mundo para lograr 
reivindicaciones y cambios en 
la legislación de sus países o 
en otros instrumentos 
normativos internacionales ya 
que su naturaleza es 
vinculante  y en lo principal 
insta a los Estados al respeto a 
las culturas, formas de vida y 
de organizaciones e 
instituciones tradicionales de 








tribales; así como a fomentar 
la participación efectiva de 
estos pueblos en las 
decisiones que les afectan. 
 
 
Elaborado por: Duque Giovanny  




Los entrevistados asumen posiciones contradictorias: 
 
 El entrevistado A, al optar por el camino de la autonomía de sistema indígena  
implícitamente se inclina por la aplicación de la justicia indígena con un mínimo de 
restricciones en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, dentro de su ámbito territorial, de 
conformidad con su derecho propio. 
 
Por su parte los entrevistados, B y C, identificaron como limite el respeto a los derechos 












4.2.1 5 Pregunta No. 5 
 
 ¿Por qué, existe una migración de casos ya resueltos por la justicia indígena hacia la 
justicia ordinaria? 
 
Cuadro No. 10 
CODIFICACION RESPUESTAS ANALISIS 
Delimitación de competencia 
entre la justicia indígena y la 
justicia ordinaria.  
Señoras y señores Jueces: 
Entrevistado A:  
“No encuentro estadística 
alguna, que haya en este sentido, 
lo que existe es un 
reconocimiento de las 
costumbres y tradiciones 
indígenas, de parte de la 
mayoría de ciudadanos, que 
visibilizan estos problemas, 
respecto a mi entender los he 
notado hasta la presente fecha”.  
Entrevistado B: 
“Es el desconocimiento del 
pluralismo jurídico, 
lamentablemente la justicia 
ordinaria no acepta la existencia 
de la justicia indígena y 
viceversa”.  
Entrevistado C: 
“Porque con la nueva 
globalización y las nuevas 
formas de comunicación la gente 
concientiza de que si bien las 
identidades y culturas 
ancestrales mientras son buenas, 
hay la necesidad de mantenerlas, 
El art.9 numeral 1, del 
Convenio 169 0IT, establece 
que la competencia personal 
en materia de represión de 
delitos se circunda a los 
miembros de pueblos 
indígenas, mientras que en las 
constituciones de Colombia, 
Bolivia y Perú no se establece  
este tipo de competencia, solo 
se refiere al ámbito territorial, 
por su parte la legislación 
venezolana, establece de 
forma expresa la competencia 
sobre los integrantes del 
pueblo indígena. Y en el 
Ecuador,  no se establece de 
forma expresa la competencia 
territorial ni personal sino que 
se establece la solución de 
conflictos internos, a 





pero una cosa es mantener una 
identidad una costumbre 
ancestral, pero no una 
denigración al ser humano por 
que antiguamente estaba bien, es 
como que antiguamente estaba 
bien la lucha en los coliseos 
romanos con los leones, como 
eso estaba ocupado en ese 
entonces   no por eso se va a 
continuar hasta ahora, entonces 
la cosas cambian, el derecho 
evoluciona y los derechos de los 





Elaborado por: Duque Giovanny  




Ante la Interrogante ¿Por qué, existe una migración de casos ya resueltos por la justicia 
indígena hacia la justicia ordinaria? Los entrevistados asumieron pociones diferentes y hasta 
contradictorias. 
 
 El entrevistado A, considera que NO, existe tal migración de casos. 
 El entrevistado B, atribuye  esta situación al desconocimiento del pluralismo 
jurídico. 
 El entrevistado C, considera que esta situación se debe a la concientización de 
las personas respecto del cambio de época, la evolución del Derecho y el 





4.3 Conclusiones  
 El estudio de la temática pertinente al pluralismo jurídico permitió conocer 
que se trata de un modelo en el que dentro de un  mismo espacio 
sociopolítico se presenta una multiplicidad de prácticas de resolución de 
conflictos u ordenamientos legales paralelos, cuya evolución es diferente 
con valores culturales y religiosos diferentes de allí que la aplicación de 
ordenamientos jurídicos plurales provoca conflictos pertinentes a la 
jurisdicción de los respectivos órganos la competencia de sus autoridades, 
sobre la aplicación de derechos individuales y colectivos entre otros.  
 Del Análisis de los conflictos y tensiones que se han originado entre el 
ejercicio de la justicia indígena y los derechos y garantías constitucionales, 
reconocidas a las personas en la Constitución de la República, se colige que 
la aplicación de la justicia indígena y las prácticas de sanción que prevé 
desde su cosmovisión, están en contraposición con las disposiciones de la 
Constitución determinadas en el Art. 66 numeral 3,  y con el alto deber del 
Estado de cumplir y proteger los derechos humanos de todos sus habitantes, 
esta situación ha limitado el ejercicio del pluralismo jurídico en el Ecuador. 
 La jurisdicción indígena en sujeción a al respeto pleno de los Derechos 
Humanos representa una desnaturalización de su derecho propio; mientras 
que la permisión ilimitada de las prácticas de sanción propias de la justicia 
indígena implican la vulneración de los Derechos Humanos.  
 Los derechos a la vida, la integridad individual (la prohibición de la tortura 
y la esclavitud) son los bienes jurídicos más preciados por el ser humano, 
altamente protegidos por el Estado y reconocidos en todos los tratados de 
derechos humanos que no pueden ser suspendidos bajo ninguna 
circunstancia. De allí que, el respeto y cumplimiento de los mismos como 
un mínimo obligatorio para el ordenamiento jurídico indígena, constituye 





 Las autoridades del sistema de educación, deben incluir en la enseñanza de todos los 
niveles de educación en el país, temas de estudio en los que se instruya al estudiante 
sobre el Ecuador como Estado pluricultural y  el pluralismo jurídico a fin de que desde 
esa instancia se forme una nueva mentalidad abierta a un verdadero consenso de 
pluralidad. 
 El sector indígena, los Magistrados de la Corte Constitucional, Asambleístas, 
operadores de justicia, los profesionales del derecho y los estudiantes de la carrera de 
Derecho, deben generar planteamientos de mecanismos jurídicos que permitan superar 
conflictos pertinentes a la aplicación de derechos individuales y colectivos derivados 
del pluralismo jurídico a fin de contribuir a su pleno ejercicio.   
 El Estado y el sector indígena deben llegar a un consenso pluralista en el que ambos 
sectores sedan en sus posiciones con la renuncia a algunos de los aspectos que 
defienden. 
 La sociedad en general o investigadores interesados en el tema del ejercicio del 
pluralismo jurídico, tienen el deber de presentar e impulsar proyectos inclusión de 
reglas que exijan por una parte al ordenamiento jurídico indígena un mínimo 
cumplimiento obligatorio del derecho a la vida y a la integridad personal (la prohibición 
de la tortura y la esclavitud) de todos sus integrantes, Así como al Estado la renuncia a 
reclamar al derecho indígena el cumplimiento en general de los Derechos Humanos. 
Dicha regla como mecanismo para viabilizar el ejercicio del pluralismo jurídico en el 







El ejercicio del pluralismo jurídico en el Ecuador, es el relativo a compatibilizarlas 
funciones jurisdicción, competencia y autonomía de las autoridades de los pueblos indígenas;  
como se desprende del Art. 171, de la Constitución de la República que establece:   
“Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán 
funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio, 
dentro de su ámbito territorial, con garantía de participación y decisión de las mujeres. 
Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de sus 
conflictos internos, y que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos 
humanos reconocidos en instrumentos internacionales. 
El Estado garantizará que las decisiones de la jurisdicción indígena sean respetadas 
por las instituciones y autoridades públicas. Dichas decisiones estarán sujetas al 
control de constitucionalidad. La ley establecerá los mecanismos de coordinación y 
cooperación entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria”. 
La Constitución, en concordancia con los instrumentos internacionales, garantiza el 
respeto de las instituciones y autoridades públicas, las decisiones de la jurisdicción indígena, 
con el único límite del respeto a los derechos humanos. Y este sentido se ha desarrollado la 
legislación segundaria existente en la actualidad como la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional y Código Orgánico de la Función Judicial, Sin 
encontrar un punto medio entre la prevalencia de los Derechos Humanos individuales versus los 
Derechos Colectivos. 
La Declaración Universal de Derechos Humanos en su Art. 1 establece: “todos los seres 
humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos”. Los derechos humanos son inherentes a la 
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persona e inalienables, le corresponden simplemente por el hecho de ser persona. La persona a 
la que van asociados no puede renunciar a ellos voluntariamente. 
Los Estados han reconocido a las personas los derechos fundamentales son con el objeto 
de proteger su dignidad humana. Estos se basan en los principios generales de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y, le corresponde a cada Estado en particularmente, 
establecer los mecanismos por medio de los cuales los  protegerá, ya que estos constituyen la 
base principal para un orden público, a fin de que las personas  no se vean instados a la rebelión 
contra de la opresión. 
Los Derechos Humanos, han sido reconocidos a nivel mundial con independencia de los 
contrastes culturales, sin embargo aplicación práctica exige tolerancia, respeto de los diferentes 
valores culturales que coexisten en una misma sociedad. 
El marco internacional de derechos humanos está limitado a un conjunto de normas 
sobre las cuales hay un consenso internacional, se reconoce expresamente la importancia de la 
diversidad cultural y el hecho de que la cultura no es inmutable, sino que evoluciona. 
Históricamente se ha conocido que en la sociedad se presentan diversas  situaciones que en su 
inicio han sido rechazadas para finalmente ser aceptadas de forma totalmente natural, de tal 
forma, no se puede tomar como escusa  la cultura para no garantizar el disfrute de los derechos 
humanos.  
El derecho a la vida, la integridad, la libertad individual constituyen un límite material 
al principio de diversidad étnica y cultural y a los sistemas de valores propios de las diversas 
comunidades indígenas que habitan en el país,  
La libertad ambulatoria, la integridad personal y la seguridad son bienes jurídicos 
“penalmente protegidos por el Estado; que revela su interés mediante la tipificación penal de conductas 
que le afectan”. (Muñoz, 1983, pág. 108) Como es el caso que en el Código Orgánico integral Penal 
en su Art. 140, establece al Asesinato, el homicidio entre otros  como delitos contra de la 
inviolabilidad de la vida; la Tortura Art. 151, las lesiones Art. 152, Violencia sexual contra la 
mujer o miembros del núcleo familiar como delitos en contra de la integridad personal; y el 
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secuestro establecidito en el Art. 161 como delito en contra de la libertad ambulatoria. De tal 
forma estos derechos humanos y a la bienes jurídicos tutelados por el Estado. Por lo tanto el 
Estado está obligado a cumplir y hacer cumplir y proteger estas libertades fundamentales cuyo 
reconocimiento por todos los habitantes del territorio nacional puede traducirse en la existencia 
de un verdadero consenso intercultural.  
Mientras que la jurisdicción indígena para el Estado ecuatoriano como muy bien 
acertadamente ha establecido en el párrafo 5 de la Declaración y Programa de Acción de Viena, 
que:  
Los denominados “sistemas jurídicos indígenas” o “derechos propios” representan un 
interrogante para el Estado quien aún desconoce e ignora las prácticas ancestrales de 
convivencia y vida armónica. La justicia es en el mayor de los casos un concepto ajeno a los 
pueblos indígenas, para estos tiene mayor peso específico lo deóntico que lo axiológico. Estos 
sistemas están constituidos sobre una concepción integrada del hombre con la naturaleza y 
guardan un fuerte vínculo con el sistema de creencias mágico- religiosas. Carecen de principios 
y reglas orientados a la manera del derecho positivo. No tienen, en consecuencia, una estructura 
jerarquizada que los organice y que establezca un orden de prelación estable.  
Además de ello  no se cuentan con un cuerpo especializado para garantizar la 
obediencia de la comunidad, de allí que en los casos conocidos y resueltos dentro de la justicia 
indígena los miembros integrantes de la comunidad al no sentirse conforme con la sanción 
interpuesta recurren a la justicia ordinaria y en este punto surgen los problemas no resueltos e 
irreconciliables entre el ordenamiento jurídico ordinario y la justicia indígena; entre el postulado 
de prevalencia de los derechos humanos y las practicas ancestrales de los pueblos indígenas para 
quienes las prácticas de castigo físico tienen un significado espiritual y reparador del orden 
comunal. 
Sin bien es cierto el pueblo indígena ha librados una dura e histórica batalla por el 
reconocimiento de sus prerrogativas y todavía les falta mucho por lograr  en diversos aspectos 
sociales y jurídicos en materia laboral, administrativa, civil mercantil  en estas últimas 
principalmente ya que rige la supletoria de los usos y costumbres. realmente falta mucho por 
regular a fin de lograr un ejercicio pleno del Pluralismo jurídico como modelo vanguardista 
democrático se trata de un concepto amplio; que no se confina únicamente al reconocimiento de 
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la justicia indígena, ya que en una sociedad pluralista pueden surgir y reconocerse cuanta 
expresión cultural haya persistido; de allí que, en el futuro el pueblo montubio o afro 
descendiente también puede plantear el reconocimiento de su ordenamiento jurídico ello no 
significa que en la sociedad pluralista no todo vale como expresa (Martínez, 2007; 8) indica 
que: 
“En una sociedad plural, (…) no todo vale, no todo es permisible, sino que es preciso 
poner límites a lo que se pueda considerar como actitudes y comportamientos 
aceptables. Hay sobre todo dos cuestiones con las que hay que tener mucho cuidado: 
que un grupo cultural pretenda eliminar o dominar a otro u otros grupos, y que 
imponga restricciones opresivas a sus propios miembros”.  
De allí que, para iniciar la construcción del sistema pluralista jurídico, delimitación de 
competencia o pretender que necesariamente el reconocidito de la autodeterminación implica a 
plena vigencia de todas la prerrogativas costumbres o principios de todos los grupos 
persistentes; es indispensable establecer mínimos de aplicación obligatoria que deben ser 
respetados y cumplidos por todos los grupos, pueblos que coinciden en un Estado; es decir, los 
grupos y nacionales indígenas también deben ceder en sus posiciones y aceptar un mínimo de 
reglas para ceñirse a la pluralidad; de igual forma el sistema ordinario nada tiene que exigir a 
otros grupos simplemente en el ámbito de su jurisdicción y de igual forma cumplir con las 
reglas mínimas establecidas por el Estado pluricultural y a más de ello desarrollar al interior de 
su ordenamiento cumplir al máximo todos los postulados que le rigen.  
 
Por tanto como regla principal para la construcción del pluralismo jurídico es el respeto 
por un mínimo de aceptables, por lo que sólo pueden estar referidos a lo que verdaderamente 
resulta intolerable por atentar contra los bienes más preciados por el ser humanos como son los  
derechos fundamentales que incluyen el derecho a la vida y a la integridad personal que se 
reconocen en todos los tratados de derechos humanos, derechos que no pueden ser suspendidos 
ni siquiera ante situaciones extremas de conflictos sociales.  
 
Pretender que todas las normas constitucionales y legales; vigentes dentro del 
ordenamiento jurídico ordinario sean aceptados por los demás ordenamientos jurídicos incluso 
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pude resultar atentatorio al reconocimiento de la diversidad cultural, y esta no dejaría de ser un 
postulado utópico, Por el contrario el mecanismo concreto que concilia  la contradicción jurídica 
originada desde el texto constitucional, consiste en la aceptación de mínimos establecidos para 
dar paso a un verdadero consenso intercultural, que viabilice el ejercicio del pluralismo jurídico 
en el Ecuador.  
 
5.2 Objetivos 
5.2.1 Objetivo General 
Establecer el mecanismo que viabilice el ejercicio del pluralismo jurídico en el Ecuador 
frente a la prevalencia del Derecho a la vida, la integridad personal y a la libertad.  
5.2.2 Objetivos específicos  
 Estudiar el entorno en que se pretende aplicar la ´propuesta jurídica.    
 Redactar la propuesta jurídica de reforma a la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional  
 Presentar la propuesta jurídica ante el ejecutivo.   
5.3 Ubicación sectorial y física 
La propuesta de iniciativa de reforma, a la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional en el sentido de incluir un artículo que establezca las limitaciones a la 
autonomía de las autoridades indígenas siempre que estas estén dirigidas a evitar la realización o 
consumación de actos arbitrarios que violenten el derecho a la vida, la integridad y la libertad 
humana de los miembros del pueblo indígena. Ha sido realizado enteramente en el Distrito 
Metropolitano de la ciudad de Quito, al igual que su socialización, y presentación para discusión 
y debate en la Asamblea Nacional.  
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Posteriormente de acuerdo al principio de generalidad esta disposición será aplicable en 
todas las comunidades del territorio nacional ecuatoriano.  
5.4 Mapa 
Gráfico 6 
Mapa de las comunidades y pueblos indígenas del Ecuador. 
 
 
Autor: Duque Giovanny 






Los beneficiarios de la presente propuesta son las personas que obtendrán algún tipo de 
beneficio de la implementación de la misma. Se pueden identificar dos tipos de beneficiarios: 
Directos e indirectos. 
5.5.1 Beneficiarios directos 
Con la reforma, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional en el sentido de incluir un artículo que establezca las limitaciones a la autonomía 
de las autoridades indígenas siempre que estas estén dirigidas a evitar la realización o 
consumación de actos arbitrarios que violenten el derecho a la vida, la integridad (no tortura ni 
esclavitud) de los miembros del pueblo indígena 
De primera instancia se benefician a los miembros de las comunidades y pueblos 
indígenas del Ecuador, ya que mientras se desarrollan en medio de sus costumbres ancestrales, 
se garantiza el cumplimiento de sus derechos humanos a la vida, la integridad y libertad 
individual.  
A continuación se detallan las comunidades y pueblos indígenas del Ecuador 
 
REGIÓN PROVINCIAS 
COSTA                                                                                                                
Awá  Carchi, Esmeraldas, Imbabura 
Chachi  Esmeraldas 
Epera  Esmeraldas 
Tsáchila  Pichincha 
Manta - Huancavilca - Puná  Manabí, Guayas 
AMAZONIA                                                                                                      
A'I Cofán  Sucumbíos 
Secoya  Sucumbíos 
Siona  Sucumbíos 
Huaorani  Orellana, Pastaza, Napo 
Shiwiar  Pastaza 
Zápara  Pastaza 





5.5.2 Beneficiarios indirectos. 
Como beneficiarios indirectos de la reforma propuesta son todos los habitantes del 
Territorio Nacional Ecuatoriano.  
5.6 Factibilidad  
La reforma jurídica propuesta, es factible puesto que una vez realizada la investigación 
bibliográfica y de campo, en el tema inherente al Pluralismo jurídico, se concluyó que la 
aplicación de la justicia indígena y las prácticas de sanción que prevé desde su cosmovisión, 
están en contraposición con el alto deber del Estado de cumplir y proteger los derechos 
humanos de todos sus habitantes, esta situación ha limitado el ejercicio del pluralismo jurídico 
en el Ecuador, por lo que es necesario llegar a un consenso pluralista en el que los sectores 
implicados sedan en sus posiciones con la renunciación a algunos de los aspectos que platean; 
ya que la aplicación de la justicia indígena en sujeción a al respeto pleno de los derechos 
humanos representa una desnaturalización de su derecho propio; mientras que la permisión 
ilimitada de las prácticas de sanción propias de la justicia indígena implican la vulneración de 
los Derechos Humanos, de allí que es indispensable cimentar la construcción del sistema 
Shuar  Morona, Zamora, Pastaza, Napo, 
Orellana, Sucumbíos, Guayas, 
Esmeraldas. 
Kichwa Amazonia  Sucumbíos, Orellana, Napo y 
Pastaza 
SIERRA                                            
                                                        
Karanki  Imbabura 
Natabuela  Imbabura 
Otavalo  Imbabura 
Kayambi  Pichincha, Imbabura, Napo 
Kitukara  Pichincha 
Panzaleo  Cotopaxi 
Chibuleo  Tungurahua 
Salasaca  Tungurahua 
Kichwa Tungurahua  Tungurahua 
Waranca  Bolívar 
Puruhá  Chimborazo 
Kañari  Azuay, Cañar 
Saraguro  Loja, Zamora 
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pluralista jurídico; con el establecimiento de reglas  mínimas de respeto a los derechos a la vida, 
la integridad personal (la prohibición de la tortura y la esclavitud) de todos los ecuatorianos, que 
deben ser de cumplimiento obligatorio por todos los pueblos,  nacionalidades o grupos que 
coinciden en el Estado.  
5.6.1 Factibilidad Interna 
La aplicación de la reforma a nivel interno es factible puesto que el marco jurídico 
internacional y desde la Constitución de la República, hasta las leyes secundarias como la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, existen normas creadas 
encaminadas al ejercicio del sistema normativo indígena, con el único límite del respeto a los 
Derechos Humanos, de todos los ciudadanos. 
5.6.2 Factibilidad externa 
El derecho a la integridad personal es un derecho humano irrenunciable e inviolable, 
protegido desde los Organismos e Instrumentos internacionales a favor de todas las personas y 
particularmente reconocido al sector indígena desde la Declaración de Naciones las Unidas 
sobre los derechos de los pueblos indígenas del 13 de septiembre del 2007. 
A ello se suma que El Ecuador como Estado parte de los diferentes Instrumentos 
internacionales de derechos humanos, esta instado al cumplimiento y protección de los mismos, 
por medio de sus políticas programas y el sistema jurídico interno; por lo tanto, todo 
ordenamiento jurídico, incluso el ordinario debe principalmente observar y respetar los derechos 
humanos. 
5.7 Descripción de la propuesta 
La propuesta jurídica que se desprende del trabajo de investigación realizado, sobre una 
de iniciativa de reformar el Art. 66 numeral 3, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 
y Control Constitucional sobre la Autonomía de las autoridades de las nacionalidades, pueblos y 
comunidades indígenas; en el sentido de incluir un inciso adicional al final del numeral 3, en el 
que se establezca las limitaciones a la autonomía de las autoridades indígenas siempre que estas 
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estén dirigidas a evitar la realización o consumación de actos arbitrarios que violenten el 
derecho a la vida, la integridad personal (no a la tortura y esclavitud) de los miembros del 
pueblo indígena. 
De la forma que se presenta a continuación: 
PROYECTO DE LEY REFORMATORIA LA LEY ORGÁNICA DE 
GARANTÍAS JURISDICCIONALES Y CONTROL CONSTITUCIONAL 
LA ASAMBLEA NACIONAL DEL ECUADOR 
CONSIDERANDO 
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su art. 171 establece: “Las autoridades de 
las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán funciones jurisdiccionales, con base en 
sus tradiciones ancestrales y su derecho propio, dentro de su ámbito territorial, con garantía de 
participación y decisión de las mujeres. Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios 
para la solución de sus conflictos internos, y que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos 
humanos reconocidos en instrumentos internacionales. El Estado garantizará que las decisiones de la 
jurisdicción indígena sean respetadas por las instituciones y autoridades públicas. Dichas decisiones 
estarán sujetas al control de constitucionalidad. La ley establecerá los mecanismos de coordinación y 
cooperación entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria”. 
Que, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional en su Art. 66 
prescribe: “Las autoridades de las nacionalidades, pueblos y comunidades indígenas, gozaran de un 
máximo de autonomía y un mínimo de restricciones en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, 
dentro de su ámbito territorial, de conformidad con su derecho indígena propio”. 
Que, La Constitución en su Art. 11, numeral 9 establece “El más alto deber del Estado consiste en 
respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución.” 
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, expide lo siguiente: 
LEY REFORMATORIA AL ART. 66. De LA LEY ORGÁNICA DE GARANTÍAS 
JURISDICCIONALES Y CONTROL CONSTITUCIONAL EN LO PERTINENTE A 
ESTABLECER UN MECANISMO DE LIMITACIÓN A LA AUTONOMÍA DE LAS 
AUTORIDADES DE LAS NACIONALIDADES, PUEBLOS Y COMUNIDADES 
INDÍGENAS 
Art. 1.- Inclúyase al final del último inciso del numeral 3 del Art. 66 y antes del numeral 4, del 
mismo artículo un inciso adicional con el siguiente texto:  
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“Las limitaciones a la autonomía de las autoridades indígenas siempre que estas estén dirigidas 
a evitar la realización o consumación de actos arbitrarios que violenten el derecho a la vida y a la 
integridad personal de los miembros del pueblo indígena”. 
5.7.1 Faces del proyecto 
Las fases del proyecto, su presupuesto y el cronograma de actividades a realizarse 
constan en la tabla que se presenta continuación:    
Cuadro No. 11 
Fases del proyecto 
Competencias u 
Objetivos 





Estudio, análisis y 
sistematización de la 
información más 
pertinente a la 






Mayo del 2014 
Elaboración de la 
propuesta de 
iniciativa de Ley  
reformatoria al art. 









limitación a la 
autonomía de las 











Dos semanas del 




Presentación de la 
propuesta 
Se entrega la propuesta 






Asuntos Jurídicos y 
Legislativos de la 
Presidencia de la 























Promulgación en el 
Registro Oficial. 
 
Elaborado por: Duque Giovanny  
Fuente: Guía de entrevista dirigida a los jueces constitucionales del Ecuador. 
 
Impactos  
El Ecuador como Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, 
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y; a través de su normativa interna 
viabiliza el ejercicio pleno del pluralismo jurídico.  
En Ecuador las autoridades de la justicia indígena, de la justicia ordinaria y de la Corte 
Constitucional y demás sectores sociales a través del dialogo logran verdadero consenso 
intercultural. 
Evaluación 
El modelo de evaluación  de la propuesta que permita la toma de decisiones en torno a 
la misma, se efectuara a través de un esquema secuenciado y lógico, siguiendo la ya clásica 
afirmación de (Herró; 1976 en Hernández & Martínez, 1996) “demostrar que se ha hecho lo 
que se quería hacer”. De tal forma la evaluación responde a las siguientes preguntas básicas: 
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Cuadro No. 12 
Evaluación de la propuesta 
 
Elaborado por: Duque Giovanny  











Pregunta Explicación Que se evalúa 
1 
¿Por qué y para quién 
evaluamos? 
Por conocer los supuestos 
teóricos 
El objetivo y la 
utilidad, de la 
propuesta. 
2 ¿Qué se va a evaluar? 
La adaptación,  adecuación y 
la aceptación en el contexto 
social 








Criterios de la evaluación 




¿Se ha llevado a cabo el 
programa tal y como se 
diseñó? 
 
Desarrollo e implementación 
de la propuesta 




¿Cómo se ha puesto en 
marcha y por qué funciona 
la propuesta? 
 
Se cumplió con los objetivos 
de la propuesta 
La eficacia de la 
propuesta. 
6 
¿Por qué se ha logrado el 
objetivo? 
 
Resultados  de la propuesta 
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